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SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Presupuestos Integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la señora Ministra de 
Educación y Cultura, ingeniera María Simon; al señor Subsecretario de Educación y Cultura, doctor Felipe 
Michelini; al Encargado de Dirección General de Secretaría, doctor Jaime Ruben Sapolinski; a la Directora 
de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales, doctora Cecilia Blanco; al Director de Educación, 
Maestro Luis Garibaldi; a la Directora de Derechos Humanos, doctora María Elena Martínez; al Director 
Nacional de Cultura, Profesor Luis Mardones; a la Directora del Archivo General de la Nación, Licenciada 
Alicia Casas de Barrán; a la Directora General de Registros, Escribana Ana Olano; al Director de Innovación, 
Ciencia y Tecnología para el Desarrollo, doctor Omar Macadar; a la señora Presidenta del Directorio del 
Correo, licenciada Cristina González; al señor Vicepresidente del Directorio del Correo, señor Julio Vieytes, 
y a la señora Directora del Correo, doctora Giannella Viñoly. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Agradezco que nos hayan convocado. 


Pido disculpas por lo numeroso de la delegación, pero responde como ustedes saben a la variedad de temas 
que atiende este Ministerio, que tutela el Correo y, además de atender a la educación y a la cultura, es un 
Ministerio de investigación y ciencias, y también desempeña funciones de Ministerio de Justicia, por lo cual 
tiene una enorme variedad de dependencias. 


Ya que estamos en una Rendición de Cuentas, creo que corresponde empezar por mencionar algunos datos 
muy someros de la Rendición de Cuentas 2007. Merece resaltar el crecimiento de recursos que ha tenido este 
Ministerio, que tradicionalmente es de recursos relativamente bajos, comparado con otros Ministerios del 
Estado. En el año 2007 se tuvo un crédito presupuestal de $ 344:000.000 para gastos de funcionamiento y de 
$ 291:000.000 para inversiones; para retener cantidades enteras, digamos que las partidas eran de $ 
300:000.000 cada una, por lo que correspondieron $ 600:000.000 para el año 2007. También hubo dos 
partidas de refuerzo durante el año porque, como dije, la dotación de este Ministerio ha sido tradicionalmente 
baja; las partidas de refuerzo han sido parecidas, de $ 90:000.000 cada una, haciendo un total de $ 
180:000.000 más durante el año 2007. 


Se ejecutaron dos partidas de $ 400:000.000, haciendo un total de $ 800:000.000, y la ejecución fue de un 
90% en gastos de funcionamiento y de un 95% en inversiones, haciendo un promedio total de ejecución del 
92%. Naturalmente, uno siempre piensa que en una institución en la que los recursos y las inversiones hacen 
falta se debería ejecutar el cien por ciento, pero todos saben cuán difícil es llegar, inclusive, al 90%, porque 
se dan muchísimos problemas de trámites. Además, con la experiencia de la Facultad de Ingeniería y de 
ANTEL, puedo decir que para ejecutar efectivamente el cien por ciento, se necesita una especie de playa de 
maniobras de un 120% por lo menos, porque uno compromete algo y no tiene disponibilidad, pero no se 
ejecutará completamente lo comprometido. Creo que para lograr un mejor ordenamiento del Estado y una 
mayor eficiencia, no solo económica sino social, hay que pensar en tener más margen para diferir el 
presupuesto teórico de maniobras de lo que uno realmente se compromete a ejecutar, como ocurre ahora en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que seguramente tiene esa diferencia porque la obra pública 


implica una dificultad en el cumplimiento de los plazos que lo hace más crítico que otros Ministerios. No 
obstante, diría que una ejecución de un 92% es muy buena, máxime en las condiciones en que nos hemos 
tenido que mover, que han sido difíciles y a partir de situaciones de carencia muy importantes, como ha sido 
el caso de la cultura. Para el fomento de la cultura, para fondos concursables, esta Administración empezó sin 
recursos, pero el año pasado ejecutó aproximadamente $ 42:000.000. Ese monto podrá ser poco, pero indica 
un esfuerzo importante de la sociedad para una finalidad que realmente hace a la identidad nacional, a la 
autoestima y a la promoción de los valores propios. 


El crecimiento que quería consignar, también en forma muy sencilla, refiere a que en el año 2004 la 
ejecución fue de $ 322:000.000; en el año 2005, de $ 353:000.000 se empezó una gestión en forma difícil; en 
el año 2006, de $ 496:000.000 casi $ 500:000.000; es decir que hubo un crecimiento importante, y en el año 
2007, de $ 759:000.000, siempre en valores totales. Si no desean formular ninguna pregunta, este sería el 
esbozo de lo correspondiente al año 2007; entrar en detalles implicaría mucho más tiempo. Creo que ustedes 
están más ocupados en la Rendición de Cuentas de nuestro futuro, en lo que corresponderá al año 2009. 


Como los señores Diputados saben, el espacio fiscal se destinó muy predominantemente a educación, salud, 
Plan de Equidad, seguridad y reforma del Estado, lo que implicó que para el conjunto de los Ministerios 
hubiera US$ 17:000.000 lo digo en dólares porque es más fácil retener las cantidades para ejecutar entre 
todos. 


El Ministerio de Educación y Cultura refiere a la educación, pero también tiene mucho que no es de 
educación, como dije en la presentación. Concretamente, en materia de educación, el Ministerio de 
Educación y Cultura tiene asignado un incremento de US$ 2:690.000. El total de la inversión en educación 
me gusta decirle inversión en vez de gasto es menos del 2%, porque la inversión en educación era 
originalmente de US$ 134:000.000. Ahora el Parlamento está trabajando en un incremento de US$ 
30:000.000, por lo que tengo entendido. Sé que es un proceso pero creo que hay un buen acuerdo porque 
creció el Producto Bruto Interno. Entonces, si estamos hablando de US$ 164:000.000 y esos US$ 30:000.000 
se están destinando a la ANEP y a la Universidad de la República no a los Ministerios, el Ministerio de 
Educación y Cultura se mantiene con sus US$ 269:000.000, por lo cual está ahora en bastante menos del 2%, 
en el 1,5% o menos del gasto total en educación. 


También hay una participación en la reforma del Estado que, según la propuesta, es muy menor, pero se 
complementa con algunos aportes internacionales, en particular en la renovación de los registros: el Registro 
Civil y la Dirección General de Registros. Lo que consta en la Rendición de Cuentas son US$ 110.000 para 
finalidades vinculadas a la reforma del Estado en el Ministerio de Educación y Cultura. Eso se complementa 
con algunos otros artículos que no están en el Inciso Ministerio de Educación y Cultura como, por ejemplo, la 
creación de cargos de auditoría, de planificación y de control. Estamos totalmente de acuerdo pero eso está 
dentro de lo que refiere a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto o, en algunos casos, dentro de los 
aspectos generales. En lo que son otros gastos, hay US$ 2:000.000; otros gastos quiere decir otras finalidades 
y comprende todas las demás. Esto hace un total asignado al Ministerio de Educación y Cultura de US$ 
4:800.000. 


Seguramente, muchos se estarán preguntando sobre la obra del complejo SODRE; eso va por otra vía, por 
fuera y cuenta con entre US$ 13.000.000 y US$ 15:000.000. Es una inversión muy importante que está 
haciendo la sociedad uruguaya y creemos que está bien hecha; no solo significa acabar una obra sino tener 
una sala de primera línea en el país, donde puedan presentarse espectáculos de la mejor calidad. Nuestro 
trabajo y nuestra responsabilidad no se acaba con la obra, sino que se centra en la buena programación. 


En las conversaciones dentro del Consejo de Ministros planteamos nuestro propio presupuesto 
distribuyéndolo entre lo que es educación porque esa finalidad estaba asignada por voluntad del Poder 
Ejecutivo, reforma del Estado y las otras finalidades del Ministerio, que no son menos importantes. Esos 
serían los tres ejes de prioridades. 


Dentro de lo que es educación, es decir, lo que está incluido dentro del 4,5% del PBI para hablar de una 
forma que todos entiendan, están algunos aspectos que tienen que ver con la Dirección de Educación del 
Ministerio que, aunque salvo excepciones no hace enseñanza directa, cumple el papel que nosotros 
entendemos que debe cumplir un Ministerio de Educación y Cultura: el de garante de que la educación tenga 
el máximo alcance y la mejor calidad, tanto a nivel público como privado. Ese papel de garante requiere 
recursos, estadísticas, teoría y trabajo. 


Dentro de los rubros que integran la parte de educación tengo que citar uno que, en realidad, está 
presupuestado en el Ministerio de Educación y Cultura para irse: el del Centro de Diseño Industrial. Está 
previsto que ese Centro sea absorbido por la Universidad de la República a través de la Facultad de 
Arquitectura pero, como es natural, hay que transferirlo con ciertos montos, con cierto respaldo financiero. 
Por ello va con sus salarios, sus gastos y con sus partidas asociadas. Ese es el rubro más grande dentro de lo 
que corresponde a educación. 


Precisamente, en el artículo 264 hay un cuadro que recoge varias finalidades importantes, que son todas de 
educación, dentro de las cuales está el Centro de Diseño Industrial, que tiene un monto importante que en 
2009 llega a $ 6:500.000, y que se va, con su dote, a la Universidad. 


Hay partidas para la contratación de zafrales, que son los que trabajan en los CECAP y en otras dependencias 
del Ministerio. También se incluye Primera Infancia, la Agencia de Acreditación de la Educación Superior 
que obviamente está dentro de ese papel de garantizar la calidad de la educación, que es un rol en el que 
participa el Ministerio, aunque no es el único, el Plan de Educación y Trabajo, el Programa Aprender 
Siempre, el Plan Nacional de Lectura al que le damos mucha importancia, el Registro de Instituciones 
Educativas y Culturales, así como gastos asociados a la Ley de Educación, y el Programa Educación y Arte, 
que conjunta educación con cultura, a través de actividades para niños y jóvenes en los museos o en los 
centros culturales. Todo eso está dentro de ese 4,5% destinado a la educación y entendemos que claramente 
son funciones educativas. 


Estoy hablando de cantidades relativamente chicas comparadas con otras del Presupuesto. Se plantean $ 
3:500.000 para 2008 y $ 6:500.000 para 2009, que son para los centros MEC. Como tal vez muchos de 
ustedes conozcan, son centros de acceso no solo a Internet, sino también a la cultura, a la ciencia y a la 
tecnología en el interior del país, y se priorizan los poblados pequeños. Hay instalados en este momento 
alrededor de veintidós o veinticuatro centros. Este año se van a inaugurar aproximadamente treinta y cinco, y 
en 2009, treinta y cinco más, llegando a poco más de noventa, en poblaciones todas menores de cinco mil 
habitantes. Por ejemplo, este sábado inauguraremos un centro en un barrio de Rocha y en Castillos. Hace 
poco estuvimos en Salto y en Constitución. 


También hay capacitación en derechos humanos. Hay un programa especial llamado "1.000 Promotores en 
Derechos Humanos", a través del cual se fomenta la formación de maestros, de profesores, pero también de 
referentes sociales y gente que actuará en distintos ámbitos, creando educación en derechos humanos, que no 
es solo trasmitir conocimiento, sino crear actitudes, por supuesto. 


En lo que hace a cooperación internacional, vinculado a la enseñanza, en particular en educación, estamos 
trabajando con algunas asociaciones internacionales, como OEI y alguna otra, que también integran el gasto 
educativo. 


Por otra parte, hay aspectos vinculados al Instituto de Investigaciones Biológicas "Clemente Estable", gastos 
de funcionamiento e inversiones en equipamiento, formaciones en doctorado y posdoctorado, y becas. 


En lo que tiene que ver con el CONICYT se plantean gastos, así como la creación de una Secretaría Técnica 
ya que hasta ahora no había tenido apoyo, y el Programa de Popularización de la Ciencia; es decir, lo que 
habitualmente llamamos clubes de ciencia, que llevan la ciencia a jóvenes de distintos lugares. En el tema de 
la educación no están incluidos otros aspectos de investigación, porque se entiende que no son típicos de esta 
área; por ejemplo, los programas de la Agencia Nacional para la Investigación e Innovación vinculados a 
empresas. Estos son más bien para estimular la productividad, la innovación. Si bien siempre hay fronteras 
grises, preferimos no solo nosotros, sino todo el Poder Ejecutivo estar del lado de lo claro, de lo 
absolutamente indiscutible. 


En lo que refiere a la reforma del Estado se priorizaron funciones de administración y planificación 
vinculadas a la Dirección General, el Registro del Estado Civil y la Dirección General de Registros, que están 
en importantes procesos de informatización, y de ordenamiento y accesibilidad de su información. Por 
ejemplo, un programa conocido por su altísimo impacto es el llamado Nacidos Vivos, en el que interviene el 
Ministerio de Educación y Cultura, el del Interior y el de Salud Pública, así como el BPS. La Dirección 
General de Registros está llevando a cabo un sistema único registral, informatizándolo para que sea más 
accesible para los ciudadanos. 


Eso en cuanto a educación y reforma del Estado, que son rubros transversales a los Ministerios definidos por 
el Estado, pero que necesariamente tienen que sustanciarse en cada Cartera. 


Asimismo, hay otras cuestiones que tuvimos que priorizar duramente, porque nuestro presupuesto inicial era 
muchísimo más alto. En general los deseos son mucho más altos que las realidades. Hay temas muy 
importantes dentro del Ministerio que no están en los rubros de educación y reforma del Estado, a los que 
lamentablemente hubo que recortar fuertemente porque para todos los Ministerios había US$ 17:000.000. 
Entonces, bastante bien el Ministerio de Educación y Cultura llegó a US$ 2:000.000, excluyendo educación y 
reforma del Estado. Es una manera de decir. En realidad, se priorizó bastante. 


¿Qué hay en la prioridad uno? Hay dos Divisiones que se crearon en esta Administración, cuyas Directoras 
nos acompañan. Una de ellas es la Dirección de Asuntos Legales, Constitucionales y Registrales, que tiene 
por finalidad coordinar el aspecto justicia de este Ministerio para decirlo en forma sencilla, que está un poco 
aislado y compuesto de múltiples unidades, a las que no se pretende dar ninguna autonomía técnica pero sí 
coordinarlas entre sí. La otra es la Dirección de Derechos Humanos, que para nosotros es muy importante 
que esté vinculada a la educación y a la cultura en forma directa. Al haber sido creadas muy recientemente 
estas Direcciones tuvieron que recurrir a contrataciones a término y, por lo tanto, es necesario estabilizar 
alguna estructura mínima para que no se conviertan en pasajeras y realmente adquieran realidad y 
consistencia que vayan más allá de una gestión, dotándolas de los recursos mínimos necesarios para 
funcionar. Estamos hablando de partidas muy pequeñas. Las que corresponden a 2008 ni se las digo porque 
son ridículas, del orden de los $ 600.000, pero las correspondientes a 2009 ya son de $ 5:000.000 y $ 
2:000.000. 


También están las partidas de la Dirección Nacional de Cultura, que se tuvieron que recortar porque teníamos 
muchas iniciativas. Lo más importante es el incremento de la partida para el Programa de Fondos 
Concursables, que ha sido una muy buena experiencia y fue muy bien recibida no solo por los artistas sino 
por la sociedad, porque parte del premio consiste en transitar por distintas salas del país, algo que la gente ha 
recibido con entusiasmo. Los fondos concursables apoyan muchas artes, las artes escénicas, las visuales, las 
letras y la danza. Ya ha habido dos instancias de llamado y estamos convocando a la tercera, y tenemos 
planteado un crecimiento que quisiéramos que fuera más grande, pero es lo que nos permite el presupuesto. 
En los llamados anteriores se pudieron aprobar pocos proyectos dentro de un conjunto de muy buen nivel. 
Más vale eso que no tener buenas presentaciones, pero quiero decir que hay potencialidad para mucho más. 


A su vez, se proponen algunas mejoras en infraestructuras culturales absolutamente necesarias, entre ellas, la 
del Museo de Artes Visuales, el Palacio Taranco, la que llamamos Casa de Montero, el Museo Romántico y la 
Quinta de Vaz Ferreira. Tal vez ustedes puedan asombrarse de que algunas casas importantes no estén 
contempladas aquí, pero de aquellas que son patrimonio histórico nacional se ocupa la Comisión del 
Patrimonio Cultural de la Nación, que tiene otros fondos, que también son escasos. Por ejemplo, el Teatro 
Larrañaga, de Salto, es patrimonio nacional y, entonces, sus refacciones han sido financiadas a través de la 
Comisión del Patrimonio Cultural de la Nación. Por su parte, el Teatro Florencio Sánchez, de Paysandú por 
citar otro ejemplo que está en frente, no es patrimonio histórico, pero sí constituye una infraestructura 
cultural muy importante que es apoyada desde la Dirección Nacional de Cultura, porque es relevante que en 
las salas del interior sea posible presentar buenos espectáculos y hacer encuentros, conferencias, etcétera. 
Esta es una sala en la que se hace todo este tipo de actividades; es muy importante. 


En la Dirección Nacional de Cultura se crea una función de alta especialización contable y algunos contratos 
a término para gestionar estos recursos. Cuando analicemos los artículos advertiremos que hay una bolsa 
importante de contratos a término, porque se optó por no ponerlos en cada Dirección, sino agruparlos en un 
conjunto que fuera más maleable. De este modo, se piensa formalizar una situación que se había dado por la 
existencia de excesivos contratos bajo la forma caché, que son adecuados para la contratación de artistas, 
pero en algunos casos se han empleado por las urgencias que imponían el tiempo y la necesidad de empezar a 
actuar, aunque son mejores los contratos a término. Por eso ya está planificada su sustitución y su 
regularización, de forma de utilizar el contrato más adecuado a la función que se cumple. 


Tenemos también los rubros vinculados con la Dirección Nacional de Innovación, Ciencia y Tecnología para 
el Desarrollo, que no estaban en el Ministerio de Educación y Cultura. 


Además, está lo relativo a la Biblioteca Nacional, que para nosotros también es una alta prioridad, en 
particular por las obras que hacen a la conservación y a la seguridad de su acervo, y aclaro que hablo de 


seguridad porque una de las obras planificadas para este año tiene que ver con la instalación eléctrica. Las 
obras están avanzando bien, pero hay que continuar trabajando. 


En la prioridad uno también está el SODRE; no incluimos el costo del edificio, sino varias actividades que 
tienen que ver con lo que se hace en su ámbito y con las radios. Por ejemplo, está prevista la contratación de 
funcionarios que antes tenían contratos caché y que pasan a ser zafrales. Este cambio se concretó el jueves o 
viernes de la semana pasada, y creemos que constituye una mejora en cuanto a la calidad del trabajo y la 
permanencia de un cuerpo estable. También hay disposiciones que tienen que ver con las orquestas, con los 
cuerpos estables y con la gestión de un complejo que tendrá requerimientos muy altos. 


Además, figuran como prioridad uno la Dirección General del Registro de Estado Civil y la Fiscalía de Corte; 
hay un ajuste de una partida denominada de perfeccionamiento académico, respecto de la cual podremos dar 
detalles cuando analicemos el artículo correspondiente. 


Esto es lo que pudimos hacer con los US$ 2:000.000 que no fueron volcados a educación ni a reforma del 
Estado. 


SEÑOR ASTI.- Quisiera que se especificara dónde están los fondos para la culminación de la obra del 
Auditorio del SODRE, a efectos de que quede claro en la versión taquigráfica ya que la señora 
Ministra ha aclarado que no se incluyen en el Presupuesto del Inciso. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Se trata de refuerzos presupuestales que en 
este momento están en el Ministerio de Economía y Finanzas, como todo lo que no se ha repartido aún. 
Creo que en estos días ya fue aprobado el trámite correspondiente. 


Solicito a la contadora Morales que especifique esa situación. 


SEÑORA MORALES.- Estamos esperando que el Ministerio de Economía y Finanzas resuelva pasar 
esos fondos al proyecto de inversión que tiene nuestro Ministerio para la obra, que tiene el N” 780 y se 
denomina "Complejo Espectáculo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora podemos comenzar a analizar artículo por artículo o grupos de 
artículos; advertimos que, por ejemplo, la Biblioteca Nacional y el SODRE tienen varios artículos. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hay algunos artículos que no están dentro del 
Inciso pero que tienen importante influencia en él, de los cuales voy a mencionar los más relevantes. 


En el artículo 3%, relativo a Funcionarios, se faculta "al Poder Ejecutivo a otorgar, a partir del 1% de marzo del 
2010, una partida adicional a las retribuciones" de determinados funcionarios que se enumeran a 
continuación, pero entendemos que, por error, faltó incluir algunas funciones vinculadas con la Justicia. Nos 
referimos, en particular, al Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, al Procurador del Estado ante 
lo Contencioso Administrativo y a los Fiscales de Gobierno. Menciono esto porque creo que es conveniente 
despejar cualquier duda al respecto; estos funcionarios tienen que estar incluidos porque son del mismo estilo 
y corte de los enumerados en el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos gustaría que nos hiciera llegar un sustitutivo con las modificaciones 
correspondientes para que no se cometan errores. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Como dije, se trata de añadir los cargos que 
enumeré que para decirlo en términos cualitativos son los cargos más altos, los cargos directivos de las 
Fiscalías, de la representación del Estado frente a la Justicia, que tienen una función análoga a la de los 
cargos mencionados en el artículo. Le haremos llegar el sustitutivo correspondiente. 


SEÑOR GANDINI.- En primer lugar, saludo a las autoridades del Ministerio y a toda la delegación 
que los acompaña. 


Los representantes de la Asociación de Fiscales que estuvieron en esta Comisión plantearon que les 
generaban algunas dudas las situaciones que se contemplan y las equiparaciones que existen entre cargos del 
Poder Judicial y del Ministerio Público y Fiscal. En el tercer inciso del artículo 3* se establece que "Para los 
cargos de Miembros de los Organismos del Artículo 220 de la Constitución de la República y Decanos de las 
Facultades de la Universidad de la República y los comprendidos en el literal c) del artículo 9” de la Ley N* 
15.809, de 8 de abril de 1986, la partida será del 85% (ochenta y cinco por ciento) del monto determinado en 
el inciso anterior”. La duda era si se incluía a los Directorios de esos organismos o a los organismos en 
general. Ellos nos decían que si se trata de los miembros de esos organismos lo que no se especifica se puede 
dar lugar a la interpretación de que a los Magistrados del Poder Judicial les corresponda esa equiparación. En 
ese caso, habría que incluir también a los Magistrados del Ministerio Público y Fiscal. 


No sé si se entiende cuál es la preocupación de la delegación que nos visitó. Cuando se hace referencia a "los 
cargos de Miembros de los Organismos del Artículo 220 de la Constitución de la República y Decanos de las 
Facultades de la Universidad de la República y los comprendidos en el literal c) del artículo 9” de la Ley N* 
15.809, de 8 de abril de 1986" uno tiende a interpretar que se está hablando de los Directorios, por ejemplo, 
de ANEP y de otros organismos del artículo 220 de la Constitución, y que eso no es una referencia genérica. 
Insisto: esta es la preocupación específica que tiene la Asociación de Fiscales y el reclamo es que, de 
interpretarse que los Jueces del Poder Judicial tienen una equiparación porcentual con los cargos 
mencionados, taxativamente correspondería incluir a los Magistrados del Ministerio Público y Fiscal; de lo 
contrario, según se establece en el último inciso de este artículo, los que no están nombrados no serán 
equiparados, porque esta recuperación no es base de cálculo o referencia como se dice aquí para otras 
remuneraciones. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La señora Ministra fue muy oportuna 
al traer a colación este artículo 3” proyectado en la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal, porque la omisión del señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, de los 
dos Fiscales de Gobierno y del Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo había 
generado cierta preocupación. 


Yo me tomé el trabajo de rastrear de dónde pudo haber provenido la omisión en una Rendición de Cuentas de 
más de cuatrocientos artículos, descartando toda interpretación que diera a este artículo proyectado una 
voluntad espuria. En ese sentido, creo que el error proviene de la Ley_N? 15.809 en la que no se menciona al 
Fiscal de Corte, a los Fiscales de Gobierno ni al Procurador del Estado en lo Contencioso Administrativo. 
Tampoco se mencionaban a los Ministros del Poder Judicial, Suprema Corte de Justicia y Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, pero se ve que advirtieron el error y los incluyeron en el artículo 3” proyectado. 


Como decía, descartada cualquier voluntad espuria e identificado el error, el Ministerio de Educación y 
Cultura públicamente esto lo ha expresado a algunas figuras importantes de la oposición, quienes 
manifestaron preocupación a este respecto, desde el inicio, sostuvo que esos cargos debían incorporarse en la 
redacción. 


Con respecto a la pregunta del señor Representante Nacional Jorge Gandini como ustedes saben, este artículo 
no lo proyectó el Ministerio de Educación y Cultura: ya quisiéramos tener esa posibilidad, creo que la 
interpretación razonable es que esto tiene que ver con los integrantes de los organismos, y no al conjunto de 
los señores Magistrados y de las señoras Magistradas en el caso del Poder Judicial, ni a los señores 
integrantes del Ministerio Público y Fiscal, incorporando lo que sugerimos. Además, el último párrafo del 
artículo proyectado, como ustedes saben, descarta que los integrantes del Ministerio Público y Fiscal 
Letrados Fiscales departamentales, nacionales y adjuntos se vinculen a la escala salarial del Poder Judicial, 
porque son funcionarios del Escalafón N. 


Con esto damos por contestadas las preguntas acerca de la interpretación razonable de este artículo. 


SEÑOR ASTI.- Cuando el Diputado Gandini hizo su consulta, mencionó el texto original que venía en 
el proyecto sin tener en consideración el sustitutivo que ya consta en el comparativo de trabajo en el 
cual se elimina el término "cargo de los miembros de esos organismos". 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Continúo con artículos que no son propios del 
Inciso. 


Para el artículo 13, tenemos una propuesta de una excepción para los funcionarios de los Registros, que son 
un caso bastante particular: casi todos son escribanos y todos estos profesionales tienen que hacer trámites 
ante esos Registros. De todos modos, es una excepción absolutamente menor; la nombro porque va a venir la 
propuesta. 


SEÑOR GANDINLI.- Al Ministerio ya le ha llegado la misma preocupación que a esta Comisión; no solo 
compartimos esa inquietud, sino también la solución de excepción. 


Ahora bien; también nos han llegado preocupaciones similares que pueden no ser de conocimiento de este 
organismo. Lo mismo le pasa a los agrimensores de la Dirección Nacional de Catastro o a los arquitectos del 
Banco Hipotecario, que muchas veces trabajan con estas oficinas. En particular, los agrimensores deben 
hacer trámites en la Dirección Nacional de Catastro y allí trabajan muchos de estos profesionales. 


Entonces, tenemos la preocupación de que el artículo termine generando situaciones no queridas. Está claro 
lo que persigue la norma: que los funcionarios no se transformen en gestores dentro de sus propios 
organismos, pero también es cierto que aquí no se consagra la dedicación exclusiva, como se previó, por 
ejemplo en la DGI, donde un contador no puede trabajar en esa Dirección y, al mismo tiempo, en una 
empresa que eventualmente pueda ser auditada o controlada por aquella; para eso se les paga un régimen 
excepcional y se les impide trabajar en otro lado. El artículo que estamos considerando no prevé estos y 
puede abrir una serie de situaciones puntuales, algunas más generales que otras, que terminen ocasionando 
problemas no queridos o no buscados. 


Bienvenida sea, pues, la modificación de este artículo a fin de establecer, en esta circunstancia, una 
excepción para los escribanos que trabajan en los Registros, pero advierto que la situación puede reiterarse 
con otras profesiones en otros organismos. 


SEÑORA CHARLONE.- Compartiendo la preocupación planteada y en el entendido de que esta 
situación que se genera en el Ministerio puede repetirse en otros organismos, y que es posible que haya 
muchas otras excepciones que hoy no tenemos detectadas, estamos proponiendo eliminar este artículo. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Creo que no hace falta, pero quisiera aclarar 
para que conste en la versión taquigráfica, que este artículo no fue iniciativa de este Ministerio. Ya 
habíamos pensando en varios de los casos a los que se hizo referencia, en la medida en que hay muchos 
organismos que tienen al profesional "A" y todos ellos deben actuar frente a su organismo; ahora bien, 
nosotros hicimos referencia exclusivamente al caso más flagrante que opera en el ámbito de nuestro 
Ministerio. 


Los artículos 17, 18 y 19, que son creaciones de cargos especializados, en definitiva, hacen a la reforma del 
Estado y a la mejor gestión. No fueron iniciativa de este Ministerio, pero determinaron que algunos de los 
pedidos que había pensado nuestra Cartera quedaran absorbidos en esa normativa. Me refiero a cargos de alta 
especialización no lo digo en el sentido jurídico del término en el área contable, de planificación, de 
auditoría, que son necesarios para el buen funcionamiento. Todos van en el mismo sentido con distintas 
variedades de cargos; creo que no hace falta detallar cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara que estos artículos fueron analizados uno a uno en su 
momento con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil; 
inclusive, algunos de ellos también fueron abordados con la Presidencia de la República. De manera 
que agradeceríamos a la señora Ministra que mencionara si existe alguna modificación. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- No hay modificaciones, señor Presidente, así 
que solamente voy a nombrarlos. 


Enumero también ya los habrán considerado los artículos 21 y 28. Asimismo, el artículo 41 también refiere a 
la creación de cargos de Director; ya lo habrán analizado con la OPP. 


SEÑOR GANDINI.- En cuanto al artículo 21, quiero decir que recibimos una delegación que nos 
manifestó una preocupación, que compartimos, sobre la modificación del artículo 31 de la Ley N” 
18.172. Allí se establece una redacción que deja afuera los títulos de nivel terciario otorgados por la 
ANEP. Quiero saber cuál es la opinión del Ministerio en este sentido. 


Los ingenieros tecnológicos que nos visitaron nos hicieron la observación de que eso ya había sido corregido 
cuando tratamos el SIRO en la Rendición de Cuentas en la que se le dio aprobación, pero este artículo 31 
vuelve a quedar redactado de una manera que no contempla los títulos de nivel terciario que pueda otorgar la 
ANEP. 


SEÑOR MUJICA.- Más allá de la respuesta de la señora Ministra, quiero informar que la bancada de 
Gobierno ha incorporado en un artículo aditivo que se va a entregar a la Mesa la propuesta que hizo la 
Sociedad de Ingenieros Tecnológicos. Entonces, el tema quedaría resuelto en el articulado. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La verdad es que sobre este artículo no tengo 
aportes legítimos para hacer. Esta no fue una iniciativa del Ministerio. Tal vez, sí podría hacer algunas 
consideraciones como ex Decana de la Facultad de Ingeniería, pero eso no corresponde en este 
momento. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- La Asociación de Funcionarios Registrales del Uruguay llamó la 
atención sobre un artículo genérico y quiero saber la opinión del Ministerio a ese respecto. En este 
artículo 16, que tiene que ver con los Recursos de Afectación Especial, expresaban el deseo de agregar 
un inciso intermedio que les diera un poco de tranquilidad en cuanto a que esto no significara una 
rebaja salarial. El inciso propuesto tiene la siguiente redacción: "Este cambio de financiación no podrá 
significar en ningún caso pérdida salarial para los funcionarios con respecto al promedio de lo 
percibido durante el año inmediato anterior a aquel en que se efectúe el cambio". ¿Cuál era la 
exposición de motivos que aducían? Tiene que ver con las crisis por las que atravesó el país en los 
últimos años y con el intento de salarización de las partidas extrapresupuestales. Esto sería perjudicial 
para los trabajadores. Creo que este inciso abunda pero no daña, y puede dar tranquilidad a los 
funcionarios. Ellos lo expresaron con carácter particular, pero el alcance sería general, porque este 
artículo tampoco pertenece al Inciso que estamos considerando. 


Quería plantear este tema a fin de conocer la opinión del Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A título informativo, comunico que, mañana o pasado mañana, la bancada 
del Frente Amplio va a incluir dos incisos en ese sentido. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Creo que no me corresponde opinar sobre 
este artículo porque tiene que ver con la reforma del Estado y con las garantías para los trabajadores. 
El caso del Ministerio de Educación y Cultura no es el único ni el más importante. En este momento, 
este es un tema de la OPP. 


Con respecto al artículo 241, quiero decir que está relacionado con la Dirección de Educación. Se refiere a 
una cuestión particular que son las tramitaciones que realizan las Escuelas de Enfermería privadas ante el 
Ministerio. Estas instituciones hacen un aporte que estará destinado a sufragar los propios gastos relativos al 
cumplimiento de sus funciones. Es nada más que una aclaración que tiende a financiar la propia actividad, si 
bien no es suficiente. 


El artículo 242 refiere a la creación de un fondo para contrataciones zafrales en la Dirección de Educación, 
que son personas destinadas al trabajo en los CECAP, Centros de Capacitación y Producción. Entendemos 
que están haciendo una interesante labor, en particular, con los jóvenes entre quince y dieciocho años que 
están fuera del sistema formal, y muchas veces no solo los contienen y les dan elementos de trabajo sino que 


los reinsertan en la educación formal; no pretenden constituirse en una vía en paralelo ni alternativa, sino 
que, justamente, procuran la reinserción social. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Me gustaría contar con mayor información acerca de este artículo, es 
decir, de cuánto se disponía con anterioridad si así era, y si es exclusivamente para el CECAP. 


SEÑOR GARIBALDI.- Los señores Diputados saben que los Centros de Capacitación y Producción 
existieron inicialmente en Montevideo, luego, en Rivera, y a partir del año 2005, incorporados en un 
Programa Nacional de Educación y Trabajo, se han desarrollado en siete departamentos: Paysandú, 
Salto, Río Negro, Colonia, Canelones, Maldonado y Treinta y Tres. Existen más demandas, en algunos 
casos, de estos propios departamentos y, en otros casos, de nuevos departamentos. En todos, los 
CECAP se hacen en acuerdo con las Intendencias Municipales, que realizan aportes para los locales y 
los materiales. Además, implica, necesariamente, la incorporación de funcionarios que son 
debidamente asignados, luego de llamados a concurso, para hacer las coordinaciones correspondientes. 
En algunos casos, esas contrataciones se han podido hacer a través de obras docentes y, en otros, se ha 
recurrido a otras figuras jurídicas. Nosotros pretendemos regularizar las figuras jurídicas, 
particularmente la de caché docente porque, más allá de que la ley nos permite hacerlo, nos parece más 
adecuado una figura jurídica que dé mayores garantías tanto a los trabajadores como al Estado. Por lo 
tanto, este recurso nos permitiría no solo regularizar, sino incorporar en el futuro a los coordinadores 
de los Centros de Capacitación y Producción en esta figura de contrato zafral. 


Con respecto a las cifras, personalmente no las tengo en mi poder, pero nos comprometemos a hacerlas 
llegar, si fuera necesario. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- ¿Puede repetir cuáles son las Intendencias con las que se ha hecho 
acuerdo? 


SEÑOR GARIBALDI.- Salto, Paysandú, Río Negro, Colonia, Maldonado, Treinta y Tres y Canelones, 
además de Rivera y Montevideo. 


SEÑOR GANDINI.- Sigo sin entender la diferencia entre los contratos zafrales, como una nueva 
modalidad contractual, y los cachés, que existen específicamente para esto. Si bien se usan para otra 
cosa, son para esto. Entonces, ¿por qué no utilizar cachés? 


Por otra parte, si el destino es el CECAP hay que especificarlo, porque el destino que aquí se establece es 
para "contratos zafrales en la Dirección de Educación", que es muy amplia y tiene una cantidad de 
programas. Por lo tanto, el destino no queda claro, más allá de la intención expresada en la Comisión. La 
fórmula habitual es que se utilice para contrataciones zafrales en la Dirección de Educación con destino a, 
por ejemplo, docentes del CECAP, o como se quiera. De todos modos, creo que hay que darle un destino 
específico, porque de lo contrario puede quedar librado a uno mucho mayor y más amplio. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En realidad, el contrato caché, como su 
nombre lo indica, es lo que se paga a un artista. Si yo quiero que venga, por ejemplo, Barenboim a 
dirigir la OSSODRE, o Ruben Rada a cantar en un espectáculo, les hago un contrato caché. Ese sería 
un típico contrato caché, porque se selecciona a un artista y se le paga por un tiempo finito. También 
hay otras posibilidades, como los contratos caché para gestores culturales o para otras finalidades. 
Pero, en realidad, cuando un contrato se extiende en el tiempo, el caché no es la forma más adecuada. 
También podría hacerse un contrato a término. En este caso se propuso esta forma legal, que es la de 
contratos zafrales, para contratar personas por un tiempo, ya que es para dictar asignaturas o temas a 
término. Esto es mucho más cercano a la realidad. Siempre digo que prefiero que las formas se 
correspondan con la realidad. El contrato caché es típicamente para artistas, aunque puede extenderse 
a otras funciones. 


También insisto en que, aun cuando se puede contratar por caché sin que haya llamado abierto obviamente, si 
quiero contratar a una persona en particular, como Rada, debe ser así, aunque no sea obligación, es preferible 
que se haga este tipo de llamado. Nos parece que esto es mejor que el contrato caché, porque para ello las 


personas deben constituirse en empresas unipersonales, lo que causa una serie de dificultades, sobre todo 
cuando las remuneraciones son bajas como en este caso. 


En cuanto a establecer en el artículo que los contratos son para el CECAP, creemos que es mejor que quede 
algún margen de maniobra porque, evidentemente, van a surgir distintas modalidades e imponderables. Digo 
esto porque si se aprueba la ley de educación ojalá así sea se van a necesitar mayores fortalezas para su 
implementación, ya que una ley no es mágica, y la realidad no cambia por el hecho de estar promulgada. De 
todos modos, hay que tomar una serie de acciones importantes. Entonces, preferimos que quede en forma 
más genérica. 


SEÑOR GANDINL- Me parece que la ley no puede dejar margen de maniobra. La ley debe ser 
específica y la voluntad del legislador tiene que estar expresada. Si el Ministerio quiere que sea así, eso 
es lo que debe decir el artículo. Si argumenta que requiere este sistema para el CECAP, debe quedar 
establecido. El Ministerio cuenta con un fondo de contrataciones como todos los Ministerios y tiene el 
mecanismo de contratos a término, que es el que puede utilizar para cuando implemente la reforma 
educativa está por verse en qué momento lo necesita; por eso no creo que la formulación de contratos 
zafrales sea para ese objetivo. Los contratos zafrales que yo conozco se utilizaban para las plazas de 
educación física, y no sé qué otros se han realizado a través del Presupuesto Nacional. También 
tenemos los mecanismos que esta ley regula, por ejemplo, para contratos de arrendamiento de obra, 
para contratos de arrendamiento de servicio o contratos a término, pero no para contratos zafrales. 


Por otra parte, quisiera saber cuántos contratos caché ha realizado el Ministerio desde que se aprobó la ley 
que los regularizó, específicamente en el SODRE, en Canal 5, en la Dirección de Cultura, en la Dirección de 
Educación y en la Biblioteca Nacional. Aquí se han hecho manifestaciones muy fuertes por calificarlas de esa 
manera por parte de algunas agremiaciones que nos han visitado. Estas han dicho que por el régimen de 
caché se han incorporado decenas y decenas de funcionarios. Recuerdo que en la Rendición de Cuentas 
pasada, cuando hacía apenas unos meses que se habían regularizado estos contratos, cuyos destinatarios 
tenían una relación contractual permanente, se dijo que en esos meses habían ingresado noventa personas 
contratadas por caché. Esto lo volvió a decir la agremiación que nos visitó, y además advirtió que desde ese 
momento había entrado mucha más gente, que no eran artistas ni gestores culturales. Algunos de ellos 
entraron para dirigir programas de radio pueden ser periodistas, pero también para realizar tareas 
administrativas. Aquí se dijo que se contrataba por caché a funcionarios para ocupar cargos de confianza, que 
pasaban por encima de la escala funcional y cumplían funciones administrativas, de codirección, de dirección 
o de conducción. 


Entonces, me gustaría saber cuánta gente ha ingresado por este régimen al Ministerio en general y a sus 
Unidades Ejecutoras, y si es cierto que alguno de ellos cumplió funciones que no son las que dispone la 
regulación que aprobamos, luego de regularizar los anteriores contratos caché. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La Rendición de Cuentas está en las manos de 
los señores legisladores, pero nosotros preferimos si bien el destino fundamental va a ser el CECAP 
tener algún margen de maniobra, sobre el cual, además, rendimos cuentas. Yo soy partidaria de que las 
reglamentaciones no impongan excesivas ataduras a priori sino que se establezca la necesaria 
confianza y que después se rinda cuentas con claridad de lo que se ha hecho. Debemos tener un cierto 
margen de maniobra porque, por ejemplo, dentro de la Dirección de Educación hay una cantidad de 
funcionarios demasiado pequeña que se dedican a realizar estadísticas para hacer una evaluación que 
es bastante compleja. 


Por otro lado, el tema de los cachés un asunto aparte que no está en ningún artículo- a nosotros también nos 
preocupa mucho. Se regularizaron alrededor de trescientos cachés, pero todavía hay aproximadamente 
ochenta en la Dirección de Cultura y treinta o cuarenta en las radios. Estos últimos pasaron a contratos 
zafrales en los últimos días de la semana pasada. Sin duda, este contrato zafral es mejor, aunque podrá ser 
discutible ya que hay una variedad de maneras en las que el Estado puede contratar. De todos modos, 
creemos que hay una mejora esencial en la modalidad contractual. Asimismo, tal como decía el señor 
Diputado Gandini, en la Biblioteca Nacional y en el Canal 5 también hay contratos caché. No tengo las 
cantidades específicas, pero pienso que habrá ciento cincuenta o ciento sesenta digo algo aproximado, aunque 
creo que no le puedo errar por mucho contratos caché. Entonces, en la Rendición de Cuentas estamos 


previendo una bolsa importante para contratos a término. Además, estamos trabajando con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil en la reconversión de esos contratos caché, ya que no es la manera adecuada de 
contratar a esas personas, considerando que dichos contratos están pensados para realizar funciones a largo 
plazo. Esa modalidad no es adecuada para el trabajador, pero tampoco lo es para el Ministerio que quiere 
estabilizar esas funciones y que vayan más allá de una gestión. Pretendemos que se conviertan en parte de la 
operativa normal del Ministerio. Me refiero, por ejemplo, al personal que atiende los fondos concursables, 
que son tan importantes. 


Esta fue la manera de empezar a funcionar ante una situación de carencia importante. Justamente, estamos 
trabajando con la Oficina Nacional del Servicio Civil revisando, inclusive, cómo ingresaron esos 
funcionarios. Si una persona ingresó a través de un llamado abierto puede esto lo estamos estudiando, por lo 
que no debe tomarse como una respuesta definitiva, eventualmente, ser presupuestada. Por el contrario, si no 
entró a través de un llamado, se lo vería con otros ojos y habría que pensar, por ejemplo, en hacer un llamado 
abierto. En eso estamos trabajando. Por otra parte, tenemos previsto que el artículo de la Rendición de 
Cuentas que figura como "Fondo para Contratos" también implique una migración de fondos del rubro 
"Gastos" los cachés se ejecutan a través de este rubro al rubro "Salarios". 


SEÑOR GANDINI.- La señora Ministra decía que se regularizaron alrededor de trescientos cachés, y 
utilizó la expresión: "pero todavía hay", y fue relatando dónde se encontraban hasta llegar a ciento 
sesenta. El "todavía hay" deja la posible interpretación de que eran aquellos, los que venían de antes. 
Sin embargo, tengo entendido que no, que esos ciento setenta fueron contratados después de que se 
regularizaron los trescientos. Quiero que se me aclare esto. Me gustaría saber si esos ciento setenta 
nuevos contratados por caché ingresaron luego de esa regularización. 


Por otra parte, quiero hacer una referencia sobre lo último que decía la señora Ministra. No es lo mismo 
ingresar por un contrato a término que con un caché, porque al contrato a término implica un mecanismo de 
selección y no el caché. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- A veces, también se ingresa por ese 
mecanismo. 


SEÑOR GANDINI.- A veces sí, pero a veces no. Los funcionarios aquí dijeron que no. Si entran por 
caché, luego se regularizan y pasan a formar parte del Estado, esa es una manera de formalizar por vía 
indirecta lo que la ley dispone que se haga de otra forma. Se contratan por caché, se seleccionan 
directamente y luego son regularizados como contratos a término. Además, la ley dice que después de 
un año del contrato a término pueden pasar a ser funcionarios presupuestados. Entonces, siguiendo un 
camino más penoso y complejo, al final, sin concurso, ingresa gente al Estado. 


Por lo tanto, ¿se va a establecer un mecanismo de selección? Se nos acaba de decir que el personal de las 
radios del SODRE ha pasado a ser zafral. ¿Se los seleccionó mediante concurso? Creo que no. Se buscó 
gente para levantar el "rating" de las radios del Estado que, según la Administración, estaba de acuerdo con el 
perfil de la programación. Ahora pasan a ser zafrales, sin haber dado concurso y luego se regularizan, 
transformándose en funcionarios del Estado. El caché no es para eso sino para otra cosa. Por ejemplo, es para 
un director de orquesta que venga del exterior esa clase nos la dieron aquí a dirigir la Orquesta Sinfónica, 
pero no para una persona que ingresa, pasa a ser zafral, luego tiene un contrato a término y termina siendo 
presupuestada. 


Para resumir, quisiera saber, en primer lugar, cuántas personas hay contratadas mediante el régimen de caché 
que han ingresado durante esta Administración luego de la regularización y, en segundo término, si se ha 
regularizado a personas, y se piensa regularizar más, que hayan ingresado mediante un régimen que no previó 
la selección. 


SEÑOR GAMOU.- Entiendo la preocupación del señor Diputado. 
Cuando nosotros empezamos a analizar por primera vez toda la temática de los funcionarios públicos y 


demás, nos encontramos con una situación francamente caótica. No solamente eran un problema los cachés 
sino los pasantes, los becarios, etcétera. Quiero decir algo al respecto, porque uno de los grandes paradigmas 


que se está utilizando en cuanto a esto de los cachés tiene que ver con Canal 5. Si elimináramos de un 
plumazo los contratos de Canal 5, desaparecerían todos los informativos. Dejaría de ser un canal informativo. 


Por lo tanto, considero que hemos escuchado la voluntad de la señora Ministra debemos encarar este tema. 
Todos sabemos que el anterior señor Ministro y el Subsecretario no pudieron solucionar este tema en tres 
años, porque son cuestiones que llevan su tiempo. 


Tengo en mi poder las cifras de lo que representan los cachés del Canal 5 y, de una rápida lectura, advierto 
que si eliminamos de un plumazo los cachés reitero se terminan los informativos y volvemos al Canal 5 de 
antes. Desaparecerían no solo los informativos sino algunas repetidoras y un montón de cosas más. 


Entiendo lo que dice mi colega, señor Diputado Gandini, en cuanto a cuál es el sentido que tendría un 
contrato caché en una Administración Pública óptima. Como él dice, puede servir para contratar a un director 
de orquesta del exterior para que dirija un concierto, etcétera. Pero, ¿alguien piensa que la Administración 
Pública uruguaya, tal como la tomamos en 2005, era óptima y podíamos aplicar ese concepto de caché? Si no 
se hubiese recurrido a este sistema, seguramente el Canal 5 hubiera dejado de funcionar, y no lo hizo. Lo 
mismo sucedió con las radios del SODRE. Por lo tanto, tengamos un poco de comprensión en este tema, y no 
una ansiedad nueva que no vimos en años pasados. 


Confío en lo que nos acaban de decir las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura en el sentido de 
que se procurará solucionar esta situación. Además, me atrevo a decir que no creo que se solucione en este 
quinquenio y que deberemos seguir trabajando durante el próximo Gobierno, sea de quien sea. No podemos 
pedir a un Gobierno, concretamente al Ministerio de Educación y Cultura que, por dejar de lado los cachés, 
no cumpla con sus funciones. Verdaderamente, digo esto en un sentido constructivo porque es un tema que 
nos preocupa a todos y, en primer lugar, a las autoridades del Ministerio. 


SEÑOR ASTI.- Las afirmaciones de la señora Ministra trataron de explicar para qué deben ser los 
cachés. Expresó que se acaban de regularizar los cachés de las radios y dijo que era mejor que se 
utilizaran las contrataciones a término para ese tipo de situaciones. Esto a veces parece un diálogo de 
sordos, porque se pide a la Administración que haga cosas, que dice que está haciendo y que antes no 
se hacían. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Quiero responder brevemente porque creo 
que el tema lo merece. 


Esta Administración encontró trescientos contratos en variadas formas irregulares becarios, cachés, pasantes, 
etcétera que se. Estos ciento setenta casos que nombré quiero ser absolutamente franca en su mayoría, no 
todos, se contrataron durante esta Administración con el fin de que los servicios funcionaran. Aclaro que se 
contrató gente absolutamente necesaria. A los treinta o cuarenta que ingresaron en las radios se los contrató 
mediante llamados. Si bien para la contratación por caché no se exige un llamado, nada prohíbe hacerlo, y 
muchos de los cachés que se contrataron fueron con llamado abierto, salvo algún caso particular. Por 
ejemplo, si quiero contratar a Barenboim no puedo hacer un concurso. Esto fue necesario para salir de 
situaciones que estaban realmente empantanadas. Estamos en el proceso de regularizar a quienes deben ser 
contratados de otra manera. 


Además, dije quizás no fui lo suficientemente clara que nuestra idea es regularizar de manera exclusiva a 
quienes accedieron al cargo a través de un llamado abierto. Para los demás hay que arbitrar otro mecanismo 
más sencillo como, por ejemplo, un llamado. Esa es nuestra visión sobre el tema y estamos muy preocupados 
por esta cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el articulado. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 243 es sencillo, pero creo que 
puede presentarlo mejor el señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 97 de la Ley_N* 18.046 de 
Rendición de Cuentas establecía la posibilidad para la Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales 


y Registrales -que depende de la Dirección General de Secretaría del Ministerio de Educación y 
Cultura-, de llevar en comisión hasta diez funcionarios públicos de la Administración Central y de los 
organismos del artículo 220 de la Constitución. El objetivo era fortalecer el Programa de Defensoría 
del Estado que, básicamente, se iba a hacer con cooperación externa; esta se demoró, ese crédito no se 
gastó y, por ende, solicitamos su prórroga. Además anunciamos que el convenio con la Facultad de 
Derecho, Universidad de la República, con fondos de la cooperación española, está a punto de lanzarse 
en un área nueva del Ministerio, relativa a litigios y juicios de que el Estado es objeto. Es por ello que 
se va a necesitar personal. Aprovecho para pasar un aviso: la captación de buenos profesionales, 
abogados, escribanos y procuradores para la Administración, que quieran venir a participar de un 
régimen de este tipo, deben saber que no es una tarea sencilla. Se trata de un personal que si está bien 
calificado, está cómodo en su organismo, pero si no es así, no parecería razonable traerlo para 
desempeñar una tarea de alta especialización. Luego de este comentario sobre las dificultades de 
aplicación de un mismo artículo, creemos que el hecho de prorrogar el crédito va a permitir la 
concreción de este Programa. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Voy a enunciar un grupo de artículos 
relativos a la Biblioteca Nacional: artículos 244, 245 y 246. Se trata de normas no cuantitativas, porque 
no cargan las rentas del Estado, mediante las cuales se faculta a la Biblioteca Nacional al intercambio, 
a la venta de los libros que se publican por parte de instituciones públicas y al depósito de las tesis de 
posgrado, lo que no estaba contemplado porque había muy pocos posgrados nacionales; en este 
momento hay bastantes, se está generando un conocimiento importante y es lógico que esto también se 
deposite en la Biblioteca Nacional. 


El artículo 247 constituye un ámbito de coordinación entre unidades... 


SEÑOR GANDINI.- El artículo 244 establece que la Biblioteca Nacional podrá obtener recursos de 
prestaciones de servicios y de comercialización de reproducciones, etcétera. Tengo entendido que esto 
ya puede hacerlo; quizás no lo hace en todos estos aspectos, pero está habilitada para ello. A mi juicio, 
la diferencia sustancial radica en el inciso segundo, que le cambia el destino. Allí se establece que esto 
no va más al Fondo de Promoción y Desarrollo de la Biblioteca Nacional, porque se declara 
precisamente que no queda comprendido en los artículos 389 y 390 de la Ley N” 16.170, que es la que lo 
creaba; establecía cómo se integraba y determinaba su destino. En buen romance, a mi juicio, lo que se 
dice es que podrá seguir haciendo lo que ya hace, con la diferencia de que el cien por ciento irá para 
gastos de funcionamiento, y no como antes, pues iba el 20%, y el restante 80% se destinaba a 
promoción social y bienestar de los recursos humanos de la Unidad, es decir, a retribuciones mediante 
sistema de proventos para funcionarios de la Biblioteca, y eso ya no va a estar más. Pregunto si es así 
porque esta fue una preocupación que manifestaron los funcionarios que nos visitaron en la Comisión. 


SEÑORA CHARLONE.- Precisamente, en función de las preocupaciones que los funcionarios nos 
manifestaron y luego de una evaluación de la situación, nosotros no vamos a votar el inciso segundo del 
artículo 244, por lo que lo estaríamos eliminando. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Quiero decir que no es que todo siga como 
está, porque esto no se refiere solo a la Biblioteca Nacional; se habla del Programa 003 en el que 
también están incluidos el Archivo General de la Nación, la Dirección de Cultura, la Comisión de 
Patrimonio y el Museo Histórico Nacional. Esta posibilidad de reproducción que existe y es interesante 
porque en el Archivo General de la Nación hay documentos de incalculable valor e interés se extiende a 
Unidades que ahora no la tienen. Entonces, no es que simplemente se haga lo que ya se viene haciendo, 
sino que se extiende a Unidades que hoy no lo hacen. 


En cuanto a lo que planteó la señora Diputada Charlone, el tema está en manos de ustedes. No es nuestra 
intención reducir la remuneración de los funcionarios, pero en todo caso habría que acordar un párrafo 
sustitutivo que contemplara también el funcionamiento y el enriquecimiento del acervo de la Biblioteca, que 
en los últimos tiempos está adquiriendo poco. Es decir, habría que tratar de equilibrar la percepción de 
partidas entre los funcionarios, a cambio de un mejor funcionamiento. Siempre pienso que tiene que ser en la 
lógica de un mejor funcionamiento. Por ejemplo, la Biblioteca ya está abriendo los sábados; queremos que 
también lo haga los domingos, porque mucha gente no puede ir otro día. Entonces, si los funcionarios 


atienden los domingos, es lógico que se les destine alguna partida complementaria porque están trabajando 
más. Es decir que sea en bien de los funcionarios pero también en bien del ciudadano, que debe ser nuestro 
foco de atención. En este sentido, propondríamos una redacción sustitutiva que contemplara ambas 
finalidades. 


El artículo 247 establece un ámbito de coordinación de tres Unidades que tienen afinidades importantes: el 
Museo Histórico Nacional, el Archivo General de la Nación y la Dirección de la Biblioteca Nacional. 


En 2007 se había propuesto la creación de una nueva División de Biblioteca, Archivos y Museo Histórico. 
Después de haberlo discutido exhaustivamente, pensamos que no es el momento de crear una nueva Unidad 
ni que es adecuado hacerlo, sino que es conveniente quedarnos con la parte buena, que es la coordinación, sin 
agregar burocracia ni más intermediarios. Hay que decir que estas Unidades realmente deben ser 
coordinadas. Para darles un ejemplo un poco despampanante, les puedo decir que el vestido de novia de 
Delmira Agustini, contra toda previsión razonable, está en la Biblioteca y no en el Museo. Debe haber una 
coordinación y que las cosas estén donde deben estar. 


Ya que estamos en este artículo, debo decir que en el último párrafo hay un pequeño error. Allí dice: "Créase 
una función de Alta Prioridad (...)", porque no estaba creado el cargo de Director del Museo, y lo que tendría 
que decir es "Director del Museo Histórico Nacional". Habría que tachar el término "División" porque el 
Museo Histórico Nacional no es una División. 


SEÑOR ASTI.- Con la explicación brindada por la señora Ministra, la mayor parte de mi duda con 
respecto a este artículo está aclarada. De todas maneras, quiero hacer la siguiente pregunta. ¿Esto 
implica sustituir todo el artículo 214, con todos sus incisos? Además de crearse esa Unidad Ejecutora y 
de establecerse sus cometidos, se creaba también una función de alta prioridad como Director de 
División del Museo, lo cual se propone mantener. A su vez, se suprimía el Programa 06, Promoción 
Editorial y Bibliotecaria. Quiero asegurarme de que al suprimir este artículo todos esos incisos quedan 
eliminados; si ya estaba creada alguna de esas Unidades, tendríamos algunos cambios importantes, y si 
no lo estaba, no se crearán. Reitero, me quedaba la duda acerca de si era correcto suprimir todos los 
incisos de este artículo 214 de la Rendición de Cuentas anterior. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En realidad, cuando asumí mi función en el 
Ministerio no se habían creado cargos nuevos. Estuvimos discutiendo sobre el antiguo artículo 214 y 
decidimos sustituirlo enteramente por este. 


Si el señor Diputado desea mayor explicación, cedería la palabra a la licenciada Alicia Casas. 
SEÑOR ASTI.- No es necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dejar constancia de la modificación propuesta a este artículo. La 
redacción del último inciso del artículo 247, dentro del artículo 214, sería la siguiente: '"Créase una 
función de Alta Prioridad de 'Director del Museo Histórico Nacional'", y el resto quedaría igual. 


Continuamos con los demás artículos. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 248 también es no cuantitativo. 
Refiere al SODRE, en particular, a las radios, y también al canal de televisión, estableciendo que se 
pueden pagar comisiones por publicidad. 


En este momento, al no habilitarse ese mecanismo, es muy difícil que estas radios que son interesantes y 
tienen una programación atractiva puedan hacer publicidad, como se hace en el régimen privado. 
Entendemos que se las debe facultar a hacer esa publicidad; después la harán o no, según la demanda y su 
criterio, pero creo que es razonable que puedan vender publicidad, con criterio. No se trata de invadirlas de 
publicidad, sino de manejarse con los criterios naturales en medios que tienen que ser fundamentalmente 
culturales. Deberíamos dotarlas de las herramientas y no dejarlas en inferioridad de condiciones con respecto 
a sus competidores privados. 


SEÑOR GAMOU.- En nuestra bancada hablamos de la posibilidad de que este artículo, y también el 
siguiente, en lugar de entrar en vigencia el 1” de enero de 2009, lo hagan a partir de la promulgación de 
la ley, de manera de brindar esta herramienta lo antes posible. 


Nos gustaría escuchar su opinión al respecto. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me gustaría que me aclararan lo establecido en este artículo, 
porque de su lectura surge que también se va a pagar comisión por la publicidad de los Entes del 
Estado. 


Por ejemplo, supongamos que ANTEL la señora Ministra fue Presidenta de ese Ente contrata una agencia de 
publicidad. Si esa agencia coloca avisos en emisoras o en la televisión del SODRE, entonces, va a cobrar 
comisión por la publicidad de ANTEL. En el artículo 248 se habilita "a efectuar el pago de comisiones por 
concepto de ventas publicitarias a agentes de venta independientes"; esa parte la entiendo. Pero sigue: "(...) o 
contratados por los medios estatales (...)". Quiere decir que un medio estatal contrata un agente de venta, ese 
agente le pone la publicidad de ANTEL, y cobra una comisión. Eso no lo compartimos en absoluto porque 
me parece que se presta a cosas muy turbias y comprometidas. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En primer lugar, los artículos 248 y 249 se 
pueden explicar conjuntamente, porque apuntan a lo mismo, es decir, a que tengan la misma agilidad y 
la misma posibilidad que las emisoras de radio o de televisión privadas, precisamente, para brindar un 
mejor servicio, más eficiente. Entendemos muy adecuado que entraran en vigencia cuando se apruebe 
la Rendición de Cuentas, y no se esperara más. 


En segundo término, la verdad es que no discutimos exhaustivamente este artículo, pero entiendo que no se 
aplica a la publicidad de las empresas públicas, porque ellas tienen un trato diferente; hay una obligación por 
ley. Por lo tanto, no aplica el 18% propuesto en el artículo, ni el porcentaje que sea, ya que aquí se establece 
un "hasta" bastante generoso; esto no es necesario y no corresponde en el caso de la publicidad de las 
empresas públicas. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me parece que habría que rediseñar este artículo, porque aquí dice 
"(...) o contratados por los medios estatales (...)". Quiere decir que las empresas estatales contratan su 
agencia de publicidad. Entonces, esa agencia estaría contemplada por este artículo. De manera que lo 
mejor sería eliminar esa parte de la redacción, manteniendo solo "por concepto de ventas publicitarias 
a agentes de venta independientes". Eso sí: no un agente de venta que ha sido contratado por el Estado. 
En ese caso, la persona estaría cobrando dos veces: al organismo del Estado que la contrató y al 
SODRE, cuando le vende la publicidad. 


De pronto, el Ministerio podría tomarse su tiempo y dar una nueva redacción a este artículo. 


SEÑOR MACHADO.- Como se están considerando los artículos 248 y 249 conjuntamente, quiero 
hacer referencia al 249. 


Realmente, entendemos la intención de dar las mismas condiciones al SODRE y al Canal 5 que a las 
empresas privadas. En cuanto a lo establecido para los canjes por insumos materiales, etcétera, entendemos 
que es verdaderamente peligroso que empresas de esta índole ingresen a este terreno. Sinceramente, no 
compartimos esta posibilidad. Sabemos lo riguroso que son los controles del Estado, pero nos parece que 
aquí se está ingresando en un terreno que no es el correcto. Este es un mecanismo que sin duda utilizan las 
empresas privadas, pero ¿quién determina en forma confiable los materiales que se van a contratar y a 
canjear? Realmente, es algo sobre lo que tenemos enormes dudas, por lo que desde ya anunciamos que no 
votaremos este artículo. 


SEÑOR GAMOU.- Me voy a referir concretamente al artículo 248. 


Este artículo dice "[...] a agentes de venta independientes o contratados por los medios estatales" es decir, 
como por el Canal 5, las radios del SODRE "o agencias de publicidad, registrados [...], luego de realizada la 


cobranza efectiva de la publicidad, en un porcentaje [...]". Creo que estamos confundiendo la obligatoriedad 
de ese 20% que tienen las empresas del Estado bastante nos costó sacarlo con la venta de publicidad. ¿Por 
qué tenemos que presumir que los entes que están obligados a hacerlo, solo van a pautar en Canal 5 o en las 
radios del SODRE, de acuerdo con lo que dispone la Ley de Presupuesto? ¿No pueden pautar más? ¿No sería 
bueno que pautaran más? 


Honestamente, entiendo que debemos dejar el artículo tal como está. No creo que esto dé lugar a ningún tipo 
de turbiedad. No quisiera entrar en una discusión acá sobre lo turbio de la propaganda que en su momento 
hicieran las empresas del Estado. El artículo es lo suficientemente claro. 


Evidentemente, a nadie se le ocurre que si marginalmente, por ejemplo, la Dirección General Impositiva 
pautó en algún canal privado mandó el 20% de ese dinero, o en Canal 5, se le pague a un agente privado o a 
una agencia de publicidad. Sería absurdo. Estamos planteándonos lo que efectivamente se venda como 
publicidad, no lo que están obligados a hacer. También los artículos de la Rendición de Cuentas hay que 
leerlos con un poco de sentido común; y yo confío en el sentido común. Si se hiciera lo contrario, lo que 
presume el señor Diputado González Álvarez creo que lo hace de muy buena fe, sería un escandalete brutal; 
sería para una interpelación. 


Quería dejar eso claramente establecido y después hablaremos del artículo 249, 


SEÑOR YANES.- Nunca se termina de saber cuándo es el momento de discutir, porque ahora están los 
invitados, luego nos tenemos que apurar y después en el Plenario no se le da la misma importancia que 
en Comisión. 


En principio, me parece que es un mecanismo que motivaría la venta de publicidad para las empresas de 
comunicación del Estado, cosa que hoy no existe. Yo trabajé en eso y sé que si no me daban un porcentaje, no 
vendía ni compraba publicidad. Ese instrumento es válido. 


Por otro lado, se puso en duda el canje. Hay que remitirse a las Intendencias Municipales; sin duda, todas han 
pagado publicidades, entre otras cosas, con Contribución Inmobiliaria y con Patente de Rodados, por 
ejemplo, a los canales de cable. Aquí hay varios legisladores del interior y saben que por suerte la historia ya 
ha saldado esas dudas, a veces con algunas desprolijidades que se han escapado, y por eso hay que tener 
mucho cuidado. Pero si empezamos a revisar la situación de todas las Intendencias veremos que muchas 
veces se abren períodos de pago de canje de publicidad. 


Lo que sí ha habido es falta de control y sería muy interesante analizarlo. Muchas veces se ha pagado 
publicidad con vehículos que no son de las empresas o de quien vendió esa publicidad. Hay que tener 
cuidado, pero en principio esto motiva la venta, y además, hay antecedentes de canje de publicidad por 
productos en los Gobiernos Municipales de todos los colores y el Tribunal de Cuentas no los ha observado. 


SEÑOR ASTI.- Cuando se discutieron artículos referentes al 20% de la publicidad oficial en otras 
Rendiciones de Cuentas y se decía que eran medios que no conseguían anuncios por su calidad, 
argumentábamos que uno de los problemas era que había una limitación al pago de comisión. Creo 
que con esto se supera fácilmente. 


Ante la duda que planteaban algunos Diputados preopinantes, cuando se habla de agentes de venta 
independientes o contratados por los medios estatales, se refiere a los medios de difusión estatales y no a los 
organismos públicos como se interpretó. Me gustaría que las autoridades del Ministerio expresaran si esa es 
la voluntad, es decir, que cuando se refiere a medios estatales se trata de la radio y la televisión estatales. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quiero hacer una acotación respecto al artículo 249, que adelanto 
que no voy a votar. 


En las Intendencias todos nos conocemos y es más fácil llegar a la opinión pública; es distinta la situación de 
un Ministerio donde se trabaja a nivel nacional. Creo que en este caso el control no es fácil, por lo que no me 
gustaría dar una discrecionalidad de este tipo. 


SEÑOR GANDINI.- Estamos entreverando dos artículos que si bien tienen como sujeto a los mismos 
organismos, son diferentes. 


Se ha expresado la voluntad de transparentar lo que quiere decir el artículo 248. Entonces, dejémoslo 
establecido. Donde dice: "[...] o contratados por los medios estatales [...]", tendría que decir "o contratados 
por el Servicio Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos o por la Televisión Nacional de 
Uruguay". Así quedaría claro de qué estamos hablando. 


Nosotros vamos a proponer que un artículo establezca que los organismos del Estado y las empresas públicas 
no podrán generar derecho a comisión. De lo contrario, sería facilísimo, porque los organismos están 
obligados a pautar un 20%. Hay organismos que no pautan porque el canal oficial no tiene suficientes 
minutos al aire para pautar el 20% de lo que ANTEL, UTE, OSE Y ANCAP gastan en publicidad. Hay que 
destacar que es el 20% de lo que anuncian en todos los canales de aire y en todas las radios y los diarios del 
país. El 20% de la publicidad se tiene que hacer en Canal 5 y en las radios del SODRE y los costos son 
mayores. 


(Interrupciones) 


—Efectivamente, tuvo que poner veinticuatro horas para poder absorberlo, pero encima no le podemos pedir 
que pague comisión por contratar más. Si se quiere un subsidio, discutámoslo; transparentemos el subsidio, 
pero no hagamos inventos, encima, a comisión. ¡Encima, a comisión! 


Si se quiere que el canal y las radios estatales compitan como las empresas privadas y tengan un equipo de 
vendedores que ofrezcan sus productos convencidos y estimulados por una comisión, no estoy en desacuerdo, 
pero no se puede pedir a una persona contratada por el canal que venda con comisión a los organismos que 
están obligados a poner publicidad. Me parece que eso se va para el otro lado. 


Si estamos de acuerdo con esto, que fue lo que entendí de la intervención del señor Diputado Gamou, 
pongámoslo. Dijo que era un escándalo que se pagara comisión. Entonces, cuando nos estamos refiriendo a 
proveedores estatales pongamos Canal 5 y las radios del SODRE, y luego un inciso que establezca que no se 
podrá pagar comisión por la publicidad que se venda a los organismos públicos y empresas públicas. 


Con respecto al artículo 249, los canjes se inscriben en esa misma modalidad y los canales y radios oficiales 
tienen que competir. La modalidad de canje es contractual; debe quedar especificado, y requiere la 
intervención preventiva del Tribunal de Cuentas; hasta las donaciones requieren la intervención preventiva 
del Tribunal. Cuando el Estado va a recibir un terreno en donación, una herencia o lo que sea, requiere la 
intervención preventiva del Tribunal de Cuentas, porque es un contrato y debe observar la formalidad. Si va a 
recibir un inmueble deberá hacerlo por donación en escritura pública y sin gravámenes, y para eso interviene 
el Tribunal de Cuentas. Me parece que esta es una modalidad contractual en la que el Estado entrega su cuota 
parte patrimonial, que son los minutos de aire, a cambio de un pago en especie. Eso que en la jerga se llama 
canje es un contrato, una permuta; las permutas están reguladas y deben ser intervenidas por el Tribunal de 
Cuentas, y eso debe quedar claramente establecido aquí. Puede ser que se me diga que ese trámite es muy 
lento; está bien, pero así es el Estado, requiere garantías. 


En definitiva, si está previsto genéricamente, propongo que se establezca con claridad, es decir, con la previa 
intervención del Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que nos confundimos con el artículo 248. Entendí que quienes podían 
cobrar comisión eran, además de los agentes de venta independientes, otros contratados por los medios 
estatales, supuse que los medios estatales de difusión. La objeción es que alguien que tiene un contrato 
perciba un porcentaje de las ventas de publicidad. Supongo que se pensaba en un contrato permanente 
de un fijo o algo por el estilo; me pareció que esa era la primera objeción. Si es así, creo que se puede 
salvar con bastante rapidez retocando un poquito el artículo. 


Obviamente, a las empresas del Estado no se les va a cobrar porcentaje por una publicidad que deben hacer 
por ley. Si hay necesidad de agregar eso, se agrega, pero creo que es entrar a legislar por lo que se omite, con 
lo cual nos metemos en un lío bárbaro... 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


En todo caso, si hubiera que prohibir explícitamente cobrar el porcentaje a las empresas públicas por 
hacer publicidad en los medios del Estado, se haría. Si esas fueran las objeciones, son bastante fáciles de 
resolver. 


Con respecto al artículo 249, todos sabemos que el pago mediante canje es un mecanismo normal de todos 
los medios de difusión, que lo utilizan porque es altamente conveniente tanto para el que recibe la publicidad 
como para el que desea hacerla. Por lo tanto, me parece muy pertinente el artículo. Creo que debería ser un 
mecanismo de contratación con controles a posteriori; de lo contrario, estaríamos dando al canal un 
instrumento para competir en igualdad de condiciones pero, por la reglamentación vigente, lo estamos 
complicando. 


En todo caso, que quede claro que todos los controles se hagan a posteriori; de lo contrario, me parece que 
este mecanismo no se podrá usar, porque es una forma de contratación que se suele hacer muy rápidamente 
para resolver problemas de producción de los canales, de los programas, etcétera y, si la trabamos por el lado 
de los controles y le vamos agregando organismos, no se va a usar. 


Reitero: si esas son las objeciones, se pueden salvar. Si lo que hay es un problema de fondo en el sentido de 
que se considera que cualquier organismo del Estado debe pasar por todos los mecanismos de control previo 
o no hacer la contratación, y se piensa que esto es mejor, estaríamos encaminándonos a otro tipo de 
discusión. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Me parece que el tema no da para demasiada discusión. La señora 
Ministra fue bastante clara con respecto al artículo 248 cuando dijo que la publicidad estatal no 
debería pagar esta comisión. En realidad, es un caso en el que se intenta equiparar al Estado con los 
privados eso me parece bien, pero hay una ley previa que obliga a que el 20% de la publicidad estatal 
vaya al SODRE. Entonces, debemos tomar en cuenta las dos cosas. 


Es claro que no se equipara a los privados. Si queremos equiparar absolutamente tenemos que sacar el 20%, y 
eso no se hará. Si hay un 20% obligatorio, es evidente que no se puede pagar comisión y que el canje no 
puede jugar igual que con un privado. Si la señora Ministra está de acuerdo, esperamos que presenten alguna 
redacción para ver si podemos encaminar esto. 


SEÑOR GAMOU.- Ya me referí al artículo 248; además, creo que los compañeros que hicieron 
referencia a este artículo fueron clarísimos. 


En cuanto al artículo 249, no sé qué temor puede haber, además de esa comparación de que en las 
Intendencias nos conocemos todos. Vamos a entendernos. ¿Qué canje se va a hacer con ANTEL? Creo que de 
llamadas telefónicas. ¿Qué canje se puede hacer con ANCAP? Calculo que de combustible. ¿Qué canje se 
puede hacer con UTE? Calculo que de electricidad. Por lo tanto, anuncio que vamos a votar estos artículos 
porque no tenemos ningún problema. Coincido con lo que decía el señor Diputado Mujica: para poner ese 
control ex-ante, no pongamos el artículo; saquémoslo, cosa que no vamos a hacer. 


(Interrupción del señor Representante González Álvarez) 


Anuncio que vamos a aprobar estos artículos. Honestamente, me parece que no hace falta cambiar nada, 
porque cuando se refiere a medios estatales son medios de comunicación. ¿Qué otros medios estatales 
existen? Tengo entendido que UTE es una empresa pública, no un medio estatal. Creo que estamos buscando 
detalles que no corresponden. 


SEÑORA CHARLONE.- Indudablemente, la discusión es bien interesante, pero recuerdo a los colegas 
que en media hora debemos recibir a la delegación del Ministerio de Economía y Finanzas y todavía 


nos faltan veinte artículos. 


SEÑOR GANDINLI.- Sería bueno que viniera más tarde 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya estaba previsto, señor Diputado. Vamos a recibir a la otra delegación a la 
hora 17. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me gustaría que me explicaran el segundo inciso del artículo 249, 
donde dice: "La Contaduría General de la Nación habilitará los créditos presupuestales |[...]'". No 
entiendo por qué. Se supone que si el SODRE hace un canje con la agencia de aviación American 
Airlines por publicidad, es a cambio de unos pasajes. No entiendo por qué la Contaduría General de la 
Nación tiene que habilitar créditos. 


Los medios de difusión van a poner su espacio y quienes van a poner las cosas serán los que ocupen el 
espacio. Así son los canjes que yo conozco; no sé si acá habrá otro tipo de canjes. Por eso quiero que me 
expliquen a qué se refiere cuando dice que la Contaduría General de la Nación habilitará los créditos 
presupuestales. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Creo que el artículo 248 es muy claro porque 
habla de "medios estatales"; las agencias del Estado no son medios; ANTEL o UTE no son medios. Lo 
que se podría agregar para mayor abundamiento y absoluta calidad inequívoca de la redacción sería: 
"medios de difusión estatales". Se refiere a esos, no a otros. Simplemente agregando: "de difusión" ya 
está, y no hay más que hablar. 


En cuanto al artículo 249, no sé si dieron vuelta la página, porque del otro lado hay una cantidad de controles 
y seguridades bastante importantes. Allí se establece que esos canjes son efectivamente ventas y que deben 
ser facturados y consignados de ambos lados, es decir, del lado del medio de difusión y de quien contrata e 
intercambia por lo que sea. Entonces, tiene que haber boletas y tiene que haber aprobación. Asimismo, se 
establecen las tarifas a las que se hace el canje porque no puede decirse: "Te cambio cinco horas por una caja 
de fósforos"; eso estaría mal. 


De esa manera, se establece la justicia del intercambio y se ofrecen múltiples garantías. Por eso hay que crear 
los créditos presupuestales a veces, también a mí me ha sorprendido; hay que crear un lugar en el 
Presupuesto porque después hay que incluirlo en la contabilidad. Si no se crea ese lugar, no se puede incluir 
en la contabilidad. Entonces, cuando uno tiene algún ingreso extrapresupuestal, de todas maneras tiene que 
crear los créditos para poder manejarlo contablemente. 


Un contador se lo podría explicar mejor que yo, pero creo que en bien de la brevedad es suficiente con lo que 
digo. Es simplemente a los efectos de incluirlo en la contabilidad del Estado; no es nada extraño. 


Hay múltiples garantías en cuanto a la justicia del intercambio, a los precios e, inclusive, a que los canjes no 
representen más de un 30% del tiempo, es decir, que el funcionamiento no se base en canjes. Creo que no 
vale la pena hablar más. 


SEÑOR MACHADO.- Con respecto al artículo 249, le digo al señor Diputado Yanes que las 
Intendencias se manejan con autonomía ese es otro tema, pero aquí tenemos determinados controles. 


El canje debe de ser la forma de negociación más antigua que conoce el hombre, y no se ha instrumentado en 
el Estado por una razón muy sencilla: la dificultad de los controles, que tienen que ser previos. Por eso no se 
ha instrumentado antes. No se está inventando la pólvora; no se hizo antes por lo engorroso de los controles y 
de tener la certeza, antes de la negociación, de que se están haciendo las cosas bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejamos constancia en la versión taquigráfica de que en el artículo 248, 
donde dice: "contratados por los medios estatales', debe decir: "contratados por los medios de 
difusión estatales". 


Además, se agrega que la vigencia de este artículo será a partir de la promulgación de la presente ley, como 
es de estilo legislativo. 


En el artículo 249 también se agrega que la vigencia de este artículo será a partir de la promulgación de la 
presente ley. 


SEÑOR ASTI.- Conversamos con algunos compañeros y queremos proponer que la redacción sea 
"contratados por los propios medios de difusión estatales", para que quede claro que la radio 
contratará publicidad para la radio, y la televisión, para la televisión. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la redacción quedaría "contratados por los propios medios de 
difusión estatales". 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 250 se refiere a la posibilidad de 
contratar zafrales con destino a las radios del SODRE. Este año se hizo durante un semestre; eso se 
anualiza y ya deja la disponibilidad para que se funcione así desde 2009 en adelante. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Quiere decir que la partida se incrementa en $ 2:900.000? Lo pregunto porque 
ya tenía la disponibilidad de crédito mediante el régimen de caché. Transforma los cachés en contratos 
zafrales; los financia con lo que antes pagaba cachés y ahora incrementa en $ 2:900.000. Lo que nos 
está diciendo es que, además, va a contratar a más de los que ya están en las radios. 


Esa es la interpretación que uno podría hacer, porque los recursos ya los tenía; de hecho, los está usando, ya 
los transformó y les paga. Supongo que lo que se está haciendo es una trasposición de créditos: tenía un 
crédito para caché y lo usa para los zafrales. E incrementa en $ 2:900.000. Mi pregunta es la siguiente: ¿es 
para aumentarles? ¿Es para cargas sociales que antes no pagaba? ¿Es para más contratos? ¿Por qué se 
establece el incremento? 


SEÑOR ASTI.- El propio señor Diputado preopinante mencionaba la posibilidad de que fuera para 
cargas sociales. Obviamente, hacer un contrato zafral formaliza la situación y tiene otros costos para el 
Estado. 


SEÑOR GAMOU.- Además de lo que acaba de decir el señor Diputado Asti, creo haber escuchado 
decir hoy a la señora Ministra que los contratos de caché salían de la partida de gastos. Si me dijeran 
que las radios del SODRE tienen una dotación imponente de dinero para gastos, podría estar de 
acuerdo con que esto es excesivo, pero si hay un sobrante, a las radios del SODRE no les va a venir mal 
que lo puedan utilizar para la partida de gastos. 


SEÑOR GANDINI.- Con respeto a lo que decía el señor Diputado Asti, aclaro que el artículo dice: 
"incluido aguinaldos y cargas legales"; debe de ser incluido en otra cosa. 


Además, valoro mucho la vocación de integrar el Poder Ejecutivo que tiene el señor Diputado Gamou, que ya 
van varias veces que me contesta, pero yo espero que me conteste el Ministerio. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hay varios factores que inciden en esto, no es 
que se trate de contratar más. Este año el monto era insuficiente y lo que está en gastos efectivamente 
se necesita para gastos; hay un déficit en materia de gastos de funcionamiento para muchas 
finalidades. Además, al ser más grande, por ejemplo, las radios están teniendo muchas más 
repetidoras, tienen mayores gastos de energía, de suministros, de personal de vigilancia, de limpieza, 
etcétera. Se necesitan absolutamente 


Además, hay un efecto de anualización. Este año, se empieza con la contratación de zafrales ahora; el año 
próximo, hay que prever para todo el año. También hay efectos de ajustes de los salarios que ocurrieron 
después de la previsión original. 


Eso es lo que explica este incremento. 


El artículo 251 se refiere, simplemente, a la recuperación de un cargo que es necesario y se perdió porque una 
persona se jubiló y hubo un error administrativo. 


SEÑOR GANDINI.- No quiero hacer referencia a este artículo, pero creo que es el único que tiene que 
ver con las Fiscalías, aunque esta es la Fiscalía de Gobierno. 


Traslado aquí una preocupación que nos dejara la Asociación de Magistrados del Ministerio Público en 
relación con la necesidad de crear una Fiscalía en la ciudad de Libertad, departamento de San José, dado que 
allí se pone en marcha un nuevo Juzgado. Nos trasmitían la preocupación de que, creado el Juzgado sin la 
Fiscalía correspondiente, el Fiscal de San José se debería trasladar, con la sobrecarga que eso significaría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa preocupación consta en la página 53 de la versión taquigráfica 
correspondiente a la sesión del viernes, que les hicimos llegar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Precisamente, el artículo 251 se refiere 
a la Unidad Ejecutora 017 "Fiscalías de Gobierno de Primer y Segundo Turno". Como dijo la señora 
Ministra, se está dando estructura legal para que no se pierda el cargo de Fiscal Adjunto, que no se 
llenó por problemas de interpretación y que, efectivamente, se necesita. 


Con relación al Ministerio Público y Fiscal, en el proyecto de Rendición de Cuentas que envió el Poder 
Ejecutivo, el artículo 256 tiene que ver con los pases en comisión del personal del Escalafón N, y en el 
artículo 265 se establece la partida de capacitación de acuerdo con el artículo 330 de la Ley N* 17.296, que 
generaba esa similitud con el Poder Judicial. Esos son los artículos que tienen que ver con el Ministerio 
Público y Fiscal. 


Además de las aclaraciones que hemos hecho sobre el artículo 3* de este proyecto de ley, uno de los temas 
que ha sido muy manejado tiene que ver con la creación de Fiscalías en espejo con los Juzgados; 
básicamente, se expresa que hay un elemento común entre los Juzgados que promovió el Poder Judicial con 
relación al crimen organizado y la Fiscalía de Libertad en el sentido de que se trabaje en espejo con los 
Juzgados que existen en el Poder Judicial. 


El Ministerio de Educación y Cultura ha venido sosteniendo que el Decreto-Ley N* 15.395 debe modificarse 
en su conjunto y solucionar algunos de los problemas que se han planteado en esta Comisión, como es el caso 
de los Secretarios Letrados, y poder tener un mecanismo más ágil de adecuación para coordinar en espejo con 
el Poder Judicial. Por diversas razones, eso no se ha podido concretar. El proceso de Rendición de Cuentas, 
naturalmente, es engorroso. Tuvimos la experiencia de la Fiscalía de San Carlos, que se terminó solucionando 
con la Rendición de Cuentas pasada. Si bien entendemos que genera un elemento de distorsión, creemos que 
el servicio va a poder cumplirse. 


Los servicios del Ministerio Público y Fiscal no han sido la prioridad de esta Administración; lo han sido 
otros temas, como la educación, la salud y la seguridad ciudadana. Sobre esos parámetros se ha trabajado. 


Nos consta que, a la brevedad, se enviará un proyecto de ley con la creación de Juzgados especializados en 
narcotráfico, lavado de activos, etcétera. Este es un tema sumamente delicado. El Poder Judicial envió una 
propuesta con relación al crimen organizado, que tiene un elemento descriptivo digamos, pero desde el punto 
de vista estrictamente de los delitos que correspondería juzgar a esa sede especializada, tiene dificultades. 
Creemos que allí podría incorporarse la Fiscalía de Libertad; sin perjuicio de ello, el servicio no dejará de 
cumplirse como sucedió en la localidad de San Carlos porque, eventualmente, se fortalecerá la Fiscalía de 
San José y se hará lo necesario para garantizar que en cuanto se instale el Juzgado en Libertad se pueda 
cumplir con el servicio, como lo ha hecho hasta ahora el Ministerio Público, con el respaldo del Ministerio de 
Educación y Cultura. 


SEÑOR GANDINI.- De la exposición del señor Subsecretario quedó claro que no es prioridad de este 
Gobierno el tema fiscal, que hace a una parte sustancial del funcionamiento del sistema judicial; sin 
embargo, quiero trasmitir la preocupación que tenemos por que ese tema lo sea. Es parte de la 
seguridad pública que el sistema judicial funcione y es parte de la seguridad pública que en la ciudad 
de Libertad, que tiene una cercanía importante con un establecimiento penitenciario de enorme 
relevancia, el sistema judicial tenga un funcionamiento adecuado y no con un Fiscal que deba 
trasladarse desde otras ciudades del departamento hacia allí. Eso parece muy de sentido común, como 
se dijo aquí con relación a otro tema. 


También trasmitimos la preocupación que teníamos con los Juzgados especializados en materia de lavado de 
activos, narcotráfico y demás. Algunos de los Diputados que estamos en esta Comisión integramos también 
la Comisión Especial que preside el señor Diputado Clavijo sobre lavado de activos, y allí se nos informó de 
una serie de acciones tendientes a crear esos Juzgados, pero se debe recordar que después del mes de octubre 
no se podrán crear cargos. Quiere decir que si no creamos los cargos ahora, esos Juzgados especializados y el 
de Libertad, entre otros, quedarán para 2011; no tendremos otra instancia anterior. Podrán crearse los 
Juzgados, pero no se podrán crear los cargos, y está tan complicada la atención de estos servicios para el 
Poder Judicial y para el Ministerio Público y Fiscal, que a uno le cuesta creer que se pueda disponer de 
recursos humanos para atenderlos, además de lo que deben atender hoy. 


Solicito al Poder Ejecutivo que revea esta medida estamos a tiempo de hacerlo en esta instancia 
parlamentaria de la Cámara de Representantes y aun en el Senado para corregir esta situación. No hablo de 
los Juzgados especializados porque ni siquiera tenemos la creación de una ley especial hay un equipo 
multidisciplinario muy serio que está trabajando en ello, que aún no ha remitido ese proyecto, pero sí el de la 
ciudad de Libertad, ya que creo que es fundamental por el escenario que se ha diseñado y que el propio Poder 
Judicial atiende. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto a los Juzgados especializados para combatir el delito organizado que 
están contenidos en el proyecto de ley que enviará al Poder Judicial, nosotros, que formamos parte de 
la Comisión a la que hizo referencia el señor Diputado Gandini, íbamos a solicitar que cuando se 
tratara este Inciso se desglosara esa iniciativa del Poder Judicial para poder analizarla conjuntamente 
con la ley a que hizo referencia el señor Subsecretario. También se requerirá de la iniciativa del Poder 
Ejecutivo para la creación de cargos antes del 25 de octubre en eso coincidimos con el señor Diputado 
Gandini, pero no es esta la última instancia; quizás corresponda hacerlo cuando se estudie ese proyecto 
de ley, analizando bien el alcance que tendrá la competencia de esos Juzgados y de las Fiscalías 
correspondientes. Pero existe la posibilidad de que el Poder Ejecutivo envíe una iniciativa, en tanto la 
ley sea aprobada antes del 25 de octubre de este año. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Me alegro de que haya preocupación 
por este tema. Naturalmente que la seguridad jurídica, el acceso a la Justicia y que todos los 
ciudadanos tengan la oportunidad de tener acceso a una justicia adecuada en un tiempo prudencial y 
cerca de su localidad es una enorme preocupación para nosotros. 


Lo que decimos es que si el legislador hubiera sido previsor originalmente, habría creado la Fiscalía 
conjuntamente con el Juzgado Departamental de Libertad. Naturalmente, hay una falta de coordinación 
adecuada no es de ahora, sino que viene desde hace muchos años entre el Ministerio Público y el Poder 
Judicial. 


Hemos trabajado mucho para poner la casa en orden y para tener resueltos los principales problemas de un 
servicio que encontramos en la crisis más grande y brutal de sus cien años de historia; señalo que hay un 
Fiscal investigado, sumariado y separado del cargo. Hemos trabajado con ahínco y con tranquilidad en un 
tema sumamente delicado. Naturalmente, tomamos la preocupación del señor Diputado Gandini y nos la 
llevamos a los efectos de ver si es posible encontrar soluciones en el proceso de esta Rendición de Cuentas y 
no se tenga que esperar, tal vez, unos meses. Pero digo al señor Diputado Gandini que debe tener tranquilidad 
porque el servicio no se dejará de cumplir. 


SEÑOR GANDINI.- Me quedo con la tranquilidad de que el servicio no se dejará de cumplir, pero sé 
que no se podrá cumplir de la misma manera. 


En cuanto a la previsión del legislador en el sentido de que cuando creó el Juzgado debió haber creado la 
Fiscalía, quiero recordar que la previsión del legislador no sustituye la iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo para crear cargos. Lo debió prever el Poder Ejecutivo; el legislador no lo puede sustituir. La 
imprevisión no puede ser atribuible a este Cuerpo. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Los artículos 252, 253,254 y 255 refieren a los 
Registros. En el artículo 252 hay un error, por lo que pediría que la escribana Olano, Directora de la 


Dirección General de Registros, lo explicara, ya que lo hará con mayor precisión, cosa que es muy 
necesaria en esta materia, especialmente cuando hay algo que cambiar. 


SEÑORA OLANO.- En el caso del artículo 252 no sabemos qué pasó pero, aparentemente, cuando se 
hizo todo el compendio del Ministerio de Economía y Finanzas, se cambió, y lo que era el inciso 
primero pasó a ser segundo y viceversa. La propuesta que viene es grave porque está declarando 
válidas en forma indiscriminada las promesas de compraventa inscriptas y las enajenaciones 
anteriores, sin precisar qué es lo que se está validando. Lo que proponemos es derogar los artículos 8”, 
9” y 10 del Decreto Ley_N” 14.261, que es lo que crea la causal legal habilitante en el caso de 
incorporaciones a la propiedad horizontal. Estos artículos provocaron que la doctrina civilista se 
dividiera y en algunos casos se hablara de negocios inexistentes, en otros nulos y en otros de una 
inalienabilidad relativa. Para terminar con ese tipo de interpretaciones estamos proponiendo la 
declaración de validar a todos los efectos jurídicos las promesas de compraventa o compraventas 
otorgadas en infracción a esos artículos. Es decir que se están validando pura y estrictamente los 
negocios otorgados en incumplimiento de los artículos 8” a 10 del Decreto Ley_N” 14.261. En lo que 
refiere al artículo 253 también ha habido una redacción que no fue propuesta por nosotros. Le hemos 
acercado a la señora Ministra a través del Subsecretario una redacción más técnica. Acá estamos 
terminando con una discusión doctrinaria en la que una de las posiciones estaba validando el 
apoderamiento verbal. La doctrina tradicional en materia de Derecho Civil exige escritura pública en 
el caso de negocios de apoderamiento para otorgar negocios solemnes sobre inmuebles. Dada la nueva 
posición doctrinaria no tan nueva, porque ya tiene más de veinte años se permitía el poder verbal. Hoy 
tenemos muchos negocios jurídicos respecto a bienes inmuebles con poderes verbales que, de acuerdo a 
una interpretación, podían ser negocios nulos o inexistentes. Estamos dando una solución de la misma 
manera, es decir, zanjamos la discusión que puede ser a través de escritura pública o documento 
privado con firma certificada, en lo que refiere al apoderamiento, y se validan los negocios otorgados 
en contravención a lo anterior. El tercer artículo, que prevé la protocolización de documentos privados, 
es una propuesta que hacemos al solo efecto de mejorar la gestión de los Registros públicos. Hoy el 
90% de los documentos inscriptos en nuestros Registros son públicos, y lo que se inscribe es una 
minuta de ese documento, que al momento de ingresar se escanea quedando la imagen incorporada en 
nuestra base de datos. Si se trata de documentos privados, tenemos que hacer una inscripción por 
agregación. Esto es lo que pasa, por ejemplo, con los arrendamientos, con los vehículos automotores y 
un montón de contratos más. Menciono estos por ser los más numerosos. Ya no tenemos espacio donde 
poner documentos y teniendo en cuenta que se trata de documentos de muchas hojas, se dificulta la 
tarea de escanear. Si nosotros pedimos que solo puedan inscribirse documentos protocolizados, al ser el 
testimonio un documento público, se está incorporando al Registro la minuta de esa protocolización y 
se procede de la misma manera en el caso de una primera copia de escritura pública. La propuesta es a 
los efectos de mejorar la gestión. En la fundamentación hablábamos del caso del registro de 
automotores de Montevideo. A esta altura tenemos casi 40.000 kilos de libros en ese piso y de alguna 
manera tenemos que solucionar ese tema. Además, como esto va "in crescendo" dado el vertiginoso 
aumento de automotores sobre todo en el último año ya no tenemos dónde colocar papeles. El último 
inciso que refiere a Registros trata de la creación de un cargo de Director en la División Informática, 
de alta conducción, que va a mitigar de manera muy parcial las necesidades que tenemos en nuestro 
centro de cómputos. En realidad, la propuesta del Ministerio era mucho más amplia, porque permitía 
crear un verdadero organigrama de funcionarios, lo que estamos necesitando realmente, dado que 
tenemos un centro de cómputos con muchísima responsabilidad y no tenemos el personal técnico 
adecuado para llevarlo adelante. Ni siquiera tenemos bien diferenciados los respectivos responsables en 
las áreas de infraestructura, desarrollo y soporte. Nos hemos ido arreglando gracias a un convenio que 
tenemos con la Facultad de Ingeniería, pero creemos que teniendo un Director en un cargo de alta 
conducción iremos mitigando las carencias que tenemos. Tendremos que esperar al año 2011 para 
tener los cargos necesarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido de la Oficina Nacional del Servicio Civil un pequeño cambio 
en el artículo 255. Se propone que en lugar de decir: "un cargo de Director de División Informática" 
diga "un cargo de gerente de Área Informática". Es un problema técnico que simplemente informo 
para que tengan conocimiento. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Con tal de tener un especialista en el área, 
está muy bien. El señor Subsecretario ya se refirió al artículo 256. Se trata de las inhibiciones que 
tienen los funcionarios, y que en el caso especial de las Fiscalías se deba conservar la inhibición del 
lugar de origen. En realidad, se inhibe el pase en comisión que da lugar a muchos problemas porque 
son funcionarios que tienen inhibiciones muy importantes y al pasar en comisión, si conservan las del 
lugar de origen, pueden tener dificultades. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- La ley de Presupuesto estableció que 
los funcionarios que pasen en comisión toman las inhibiciones o prohibiciones del lugar de destino y no 
del de origen. Eso, de alguna manera, fue un elemento que permitió que pasara en comisión una Fiscal 
Adjunta a pedido de un legislador y, posteriormente, un Fiscal Nacional. Esto no estaba pensado para 
Fiscales Adjuntos o Nacionales no había tradición de pases en comisión a disposición y servicio de los 
señores legisladores pero lo mantuvimos mientras tuvo un impacto mínimo ya que se trataba de un 
funcionario porque la primera Fiscal Adjunta que se acogió a ese beneficio a través de un legislador, 
terminó renunciando y dejando el cargo libre. Por lo tanto, esto quedó circunscripto a un solo Fiscal 
Nacional. Dijimos que lo íbamos a evaluar. El señor Fiscal de Corte lo planteó como una necesidad y 
este es el artículo que ha venido en ese sentido, con distancia del momento en que se produjeron los 
hechos que generaron cierta polémica. Creíamos que era sano alejarnos un poco en el tiempo para que 
se abordara este tema con naturalidad y no se asignaran interpretaciones menores con relación a esta 
situación. En definitiva, este artículo impide que los profesionales universitarios del Escalafón A y los 
integrantes del Escalafón N "Personal Judicial" del Ministerio Público y Fiscal puedan pasar en 
comisión a través de los señores legisladores o de los Ministros o Subsecretarios de Estado. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Veo que volvemos a la situación de antes. En su momento nosotros 
no votamos este artículo porque no lo compartíamos. Quiero saber si esto tiene efecto retroactivo, 
porque creo que hay dos pases en comisión; creo también que había alguien en el Ministerio del 
Interior. ¿Esto tiene vigencia para los nuevos pases en comisión o también para los que ya están dados? 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quería expresarme en ese mismo sentido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Los casos que se dieron estrictamente 
de acuerdo con la definición legal de pase en comisión, fueron dos. Se trata de los que describí: el de la 
Fiscal Adjunta que luego renunció como lo señalé y, posteriormente, el de un Fiscal Letrado nacional. 
A veces, esto se confunde con la designación de comisión atípica, de funcionarios de Ministerio Público 
que, por una razón u otra como se ha hecho, por lo menos, desde 1985 en adelante, pasan a cumplir 
tareas en tiempo parcial o total en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura. En esta 
Administración se dio un caso de una persona que pasó un tiempo parcial, pero ya dejó de cumplir 
funciones. La otra situación, que es bien distinta, fue la de un cargo de particular confianza en la 
órbita del Ministerio del Interior, que recayó en un Fiscal Letrado departamental. Se trataba de un 
Fiscal Letrado de Policía, y por la tarea que implicaba ese cargo en el Ministerio del Interior, 
naturalmente, parecía muy razonable que se evaluaran esas características técnicas, y se lo reservara, 
por tratarse de un cargo de particular confianza. Pero esto no tiene nada que ver con lo que establece 
el artículo 13 de la Ley de Presupuesto N” 17.930. 


Para información de los señores Representantes, podemos decir que ese Fiscal Letrado de Policía renunció a 
su cargo y volvió al que ejercía, fue asignado y está cumpliendo funciones 


Por lo tanto, hay un solo Fiscal Letrado del Escalafón N del Ministerio Público y Fiscal que no está 
cumpliendo estrictamente las tareas dentro de esa órbita. Según la interpretación que yo hago de este artículo, 
si este proyecto de ley fuera aprobado en estos términos podría buscarse otra redacción para obtener el 
mismo fin; estamos abiertos a ello, y como comprenderán, el Ministerio de Educación y Cultura en general 
quiere ayudar a los señores legisladores a cumplir su tarea lo mejor posible, creo que las personas que están 
en esta situación tendrían que optar entre regresar a su lugar de origen o desvincularse de la situación. 
Naturalmente, la reglamentación podrá dar un plazo razonable. Por lo tanto, el artículo no es retroactivo y lo 
que prohíbe es la situación. No es que se le diga a alguien: "Usted estuvo en falta y, por lo tanto, se hace una 
investigación administrativa y un sumario hacia atrás". El artículo apunta hacia adelante; si la iniciativa se 
sanciona de esta manera, a partir del 1% de enero de 2009, tendrá que optar. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Entiendo perfectamente el alcance del artículo 256. Creo que cuando 
el proyecto se refiere a los pases en comisión, aclara perfectamente que el plazo del traslado es por todo 
el período del legislador. Considero que esta ley debería aplicarse, en los casos que ya están, hasta que 
termine el período del legislador, y comenzar a funcionar para los casos que se den de aquí en más. La 
ley que autoriza los pases en comisión pretendía protegerlos hasta que se terminara la Legislatura; es 
decir, los que ya están dados, sean uno, dos o diez; por alguna razón se pasa en comisión, más allá de 
que estemos de acuerdo o en desacuerdo, corresponda o no. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Se comprenderá que en la medida en 
que conocemos el servicio y sabemos que se trata de un pase en comisión para un señor Representante 
Nacional, tenemos cierto pudor en hablar del tema. La situación planteada la conocemos todos. En 
definitiva, será el Parlamento quien decida y estudiará si desea hacer un régimen de transición o lo que 
fuera. Nosotros no podemos plantear un nivel de excepcionalidad. Como lo ha querido el señor Fiscal 
de Corte y Procurador General de la Nación, doctor Rafael Ubiría, se está planteando prohibir 
definitivamente los pases. Por lo tanto, de alguna manera intentamos distanciar este tema en el tiempo 
desde el momento en que se produjo la polémica. Recogemos la propuesta del señor Fiscal de Corte y 
estamos abiertos a otro tipo de redacción que se quiera buscar, atendiendo a las razones de servicio. 


Lo que decimos es que esto no es retroactivo; se da hacia adelante y no se vulnerará la carrera funcional de 
nadie. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo 257 se puede englobar en los 
anteriormente citados. Tiene que ver con el Registro de Estado Civil y crea cargos, ya que ese Registro 
está enormemente falto de cargos; sé que hay un plazo limitado para incorporarlos y se tratará de 
hacerlo en el mínimo tiempo posible. 


Los artículos 258, 259,260 y 261 tienen que ver con la llamada Junta Asesora en Materia Económico 
Financiera del Estado. El artículo 258 tiene un enunciado muy largo y añade algunos casos a los funcionarios 
que tienen que presentar declaraciones. Esos casos son los últimos, los que prestan servicios en la Dirección 
Nacional de Aduanas y los de la Dirección General de Casinos, pero se hace una enumeración completa para 
que el artículo sea autocontenido. 


El artículo 259 se adapta a la situación de la unión concubinaria. 


El artículo 260 establece plazos para los organismos que solicitan opinión y el artículo 261 cambia el 
nombre, lo que parece razonable, porque el que tiene no describe bien su función. Se propone que se llame 
Junta de Transparencia y Etica Pública. 


Esos son los artículos que refieren a la Junta. 


SEÑOR ASTI.- Creo que la Secretaría había advertido que en los literales A) y B) del artículo 258 hay 
una repetición con respecto a cargos que están detallados en el artículo 10 de la Ley N” 17.060. No solo 
sería inconveniente volver a nombrarlos, sino que no debe hacerse porque ya están incluidos en otro 
literal. 


La señora Ministra nos hablaba de los funcionarios que se agregan a los de la Dirección General de Casinos. 
Entendemos que en similar situación a los funcionarios de esa Dirección están los de los Casinos 
departamentales; hablo en plural para no individualizarlo, pero en este momento hay un solo Casino 
Municipal y entendemos conveniente incluirlo. Nos queda alguna duda en cuanto a incluir a la totalidad, 
porque no sabemos si el personal de servicio, los limpiadores del Casino, deberían hacer una declaración 
jurada. A raíz de este y algún otro artículo intentaría poner de acuerdo a las excepciones que establezca la 
reglamentación. Eso está pensado, por ejemplo, en el literal P), que con ese tipo de redacción hace una 
exclusión. Dejaré esto a consideración de los señores legisladores. 


Algunos de los Directores de la Junta habían propuesto un inciso final para este artículo por el que pretendían 
que pudieran auditarse por parte de la Junta los listados que formulan los organismos públicos de los cargos 
que están incluidos en esta obligación. Entiendo que eso no vino en la propuesta del Poder Ejecutivo y podría 


redactarse de una manera distinta como lo había hecho la Junta, por lo que propondría el siguiente texto: "La 
Junta podrá verificar la pertinencia de las nóminas de funcionarios obligados a presentar declaración jurada 
remitida por los organismos públicos". 


SEÑOR GANDINI.- Como acaba de decir el señor Diputado Asti, los Ministros de Estado y los 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia ya están incluidos en el artículo 10 de la ley vigente, de 
modo que no habría que incorporarlos. La formulación que trae la ley refiere a miembros de la 
Suprema Corte de Justicia; no creo que el legislador haya querido incluir a otros integrantes de ese 
organismo, sino que con la palabra '"miembros" debe haber querido referirse a los demás Ministros, y 
si es así, deberíamos eliminarlo. 


Hago acuerdo con la incorporación en el literal R) de los funcionarios de los Casinos Municipales, como 
norma genérica, y también con alguna formulación como la que acaba de proponer el señor Diputado Asti 
para que se puedan auditar los organismos a fin de saber si efectivamente han cumplido con lo que manda la 
ley. Desde el Parlamento hemos tratado de brindar más herramientas a este organismo de contralor y creo que 
esta es una de ellas. La única manera que tiene ese organismo de saber si quienes deben cumplir con ciertas 
obligaciones lo han hecho es teniendo la facultad de auditar los cargos que, según la ley, están obligados a 
presentar declaración jurada. Probablemente presentemos alguna otra norma en ese sentido. 


Sin querer entrar en polémicas aclaro que he hecho algunos pedidos de informes con respecto a algunos 
funcionarios que han sido cesados y que, en algún caso, presentaron sus declaraciones juradas seis meses 
después, simplemente porque el organismo en el que revistaban no cumplió con el requisito de comunicar a 
la Junta que habían cesado. En tanto no lo hicieron, no se cumplía con la obligación de ese funcionario de 
presentar la declaración jurada cuando cesa en el cargo, como ocurre con todos nosotros. Por ese requisito 
formal, algunos funcionarios estuvieron seis meses sin presentar su declaración jurada, lo que en ese 
momento no era menor. Esto hace a algunas cosas que el propio señor Diputado Gamou ha insistido en 
incorporar a la normativa vigente para que pueda funcionar con más eficacia. 


Respecto de este artículo adhiero a las propuestas del señor Diputado Asti. 


SEÑOR GAMOU.- Adhiero a las propuestas del señor Diputado Asti y también a las que acaba de 
hacer el señor Diputado Gandini, por más que en la tarde de hoy me ha molestado bastante. 


(Hilaridad) 


——Como usted sabe, señor Presidente, el año pasado hicimos un gran esfuerzo y creo que estuvimos 
acertados al establecer aquella retención del 50% de los haberes en caso de que no se presentara la 
declaración jurada. La Junta tiene la obligación de informar quienes no han presentado la declaración, y la 
última vez que ví esos datos encontré una cantidad de cargos de las Juntas Autónomas de Canelones. En este 
caso, estamos proponiendo incluir a todos los empleados de la Dirección Nacional de Aduanas. 


Lo que quiero decir es que, más allá o más acá de lo que acaban de señalar los señores Diputados Asti y 
Gandini, no creo que sea bueno que cada tanto estemos reformando el listado de aquellos que están obligados 
a presentar declaración jurada. Si nos da el tiempo, podemos introducir las modificaciones correspondientes a 
este artículo o, de lo contrario esto es lo que planteo concretamente a la Comisión en su conjunto, podemos 
presentar un proyecto de ley aparte por el que se modifique ese artículo. En principio, propongo que no 
hagamos esto a las apuradas y que consultemos con la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del 
Estado algunas de las dudas que tenemos porque, como me decía hoy una queridísima colega, a veces 
podemos entrar en una especie de exageración que hace que resulte impracticable llevar esto adelante. Lo 
digo sabiendo que con respecto a esto no hay diferencias entre quienes integramos esta Comisión; más que 
nada la idea es no estar reformando en cada Rendición de Cuentas el listado de quienes deben declarar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Los señores Representantes tienen 
todas las potestades para hacer incorporaciones en los artículos propuestos por el Poder Ejecutivo 
relacionados con esta Junta de transparencia y ética pública. Estamos dispuestos a estudiar el tema y a 
convocar a la Junta para que participe en el análisis de las modificaciones, ya sea que se concreten en 
la Rendición de Cuentas o en una ley especial. Se trata de un espacio que ha tenido una integración 


plural desde el punto de vista partidario y en el Senado se ha logrado la importante mayoría que se 
requiere para su designación. Este es un espacio muy activo que, de alguna manera, refleja el 
seguimiento que se está haciendo del tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 262. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Este artículo contiene los incrementos 
sustanciales en el área de la educación a los que me referí cuando hice la presentación general. Se trata 
de actividades vinculadas con la educación y de horas docentes relacionadas con las distintas funciones 
que tiene el Ministerio en cuanto a acreditación, monitoreo, control y, en algunos casos, de conducción 
de actividades. Creo que ya entré en detalles con respecto a este tema cuando me referí a las distintas 
actividades vinculadas con la educación. Esto está incluido en lo que es el Presupuesto destinado a la 
educación pública. 


En el artículo 263 se incluye la bolsa de cargos que dije que tiene un crecimiento que se repartirá entre las 
distintas Unidades Ejecutoras. Quiero aclarar que el último párrafo del artículo 262, que dice: "La partida 
asignada por el inciso anterior será distribuida entre las Unidades Ejecutoras por el Jerarca del Inciso, 
debiendo comunicar a la Contaduría General de la Nación, en forma previa a la ejecución", debería repetirse 
después del cuadro que figura en el artículo 263 porque la situación es análoga: se crea un agrupamiento más 
o menos grande que después se distribuye entre distintas funciones. Los artículos 262 y 263 son relativos a 
cargos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, al final del artículo 263 se agregará el segundo inciso del 
artículo 262, tal como está redactado. 


Informo que hemos recibido un sustitutivo del Ministerio de Economía y Finanzas sobre el que supongo que 
habrán conversado con ustedes, por el que se varían los recursos asignados a la Dirección General de 
Secretaría, 001, correspondientes a 2009; en lugar de $ 13:343.000 se establecen $ 9:843.000. No sé las 
causas de este cambio, ni si está aceptado por ustedes. 


SEÑORA MORALES.- El Ministerio de Economía y Finanzas debió hacer algunas correcciones 
porque se habían cometido ciertos errores. Los números no cerraban y hubo que hacer algunos ajustes. 
La partida que corresponde es la que acaba de señalar el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces para que quede constancia en la versión taquigráfica y para que se 
tenga en cuenta en los futuros borradores y comparativos, reitero que a la Dirección General de 
Secretaría, 001, en 2009, en lugar de $ 13:343.000 corresponden $ 9:843.000. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- En efecto, y eso después se compensa con 
otros pequeños cambios que propenden al cierre exacto de las cifras. 


Los artículos 264 y 265 en cierto modo son análogos, pero para gastos e inversiones. Como dije en la 
presentación, allí hay una parte para la Dirección de Derechos Humanos, para el Centro de Diseño Industrial 
del cual también hablé en la presentación y dije que luego se va a la Universidad de la República, con sus 
fondos, para los Centros MEC, para Cooperación Internacional, para Convenios UDELAR y para otros de los 
que ya hablé y creo que no merece que los repita. 


En el artículo 265 figuran otros gastos que no son de educación, por ese motivo están separados, porque no 
están en el 4,5% destinado a la educación pública. Entonces, vuelve a aparecer la Dirección de Derechos 
Humanos pero en facetas de su actividad que no son educativas o, si lo fuesen, lo serían con un criterio 
demasiado amplio en el que no queremos incursionar y los Fondos Concursables, en los que hay un error de 
columna: esos $ 5:000.000 están colocados en 2008 y deben figuran en la columna de 2009. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya tenemos el sustitutivo y, si así se dispone, se procederá en el sentido 
expuesto. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- De acuerdo, señor Presidente. 


Creo que tampoco merece que detalle los demás artículos. Ahora bien, a pesar de que el monto es menor, sí 
creo que vale la pena hacer referencia a la importancia de continuar con la Colección de Clásicos Uruguayos; 
yo sé que es un tema muy sentido por muchos legisladores. 


El artículo 266 refiere a inversiones sin duda se necesitarían más, pero se han reducido al mínimo 
imprescindible en educación, en Centros MEC localizados en distintos lugares del interior, en los que la 
inversión no es tan grande porque los locales son puestos por las Intendencias y las comunicaciones por 
ANTEL. Aclaro esto porque parecería que es muy poco para llegar a noventa centros, como estamos 
llegando. Siguiendo con las inversiones, tenemos partidas en Derechos Humanos para una nueva sede; en 
Equipamiento Científico para el Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable; en 
Informatización para la Biblioteca Nacional es muy importante tener informatizada toda la colección y en 
Obras, para el Registro de Estado Civil, como contrapartida del Estado uruguayo a un importante convenio 
con el BID. 


SEÑORA MORALES.- Aquí también hay una corrección, en la medida en que la partida de $ 
1:500.000 debió figurar en el año 2008 y no en 2009. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien; que quede constancia de que en el Programa 011, Unidad 
Ejecutora 021, Proyecto 766, Obras, en 2008 corresponden $ 1:500.000, y en 2009, cero. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Con esto terminamos el Inciso. Hay algunos 
otros artículos que refieren al Ministerio, pero están fuera del Inciso; si se quiere, hago referencia a 
ellos muy brevemente. 


SEÑOR GANDINI.- Antes de que las autoridades pasen a otros artículos sería conveniente que se 
repasaran, por lo menos rápidamente, quisiera trasladar la preocupación de varios legisladores de la 
Comisión con respecto a la cuestión presupuestal de los Secretarios y Asesores Letrados del Ministerio 
Público y Fiscal, en lo que refiere a su situación funcional. Este es un viejo tema que hemos manejado 
en la Comisión. Hay leyes anteriores por las que se logró equiparar salarialmente a esos funcionarios 
con el Escalafón N, Personal Judicial, pero no están incluidos allí, sino que pertenecen al Escalafón A 
por un Decreto del Poder Ejecutivo del año 1987. Esta situación ha llevado, entre otras cosas, a que los 
funcionarios hicieran una reclamación por vía judicial. 


Aspiramos a resolver este aspecto. Los funcionarios que cumplen estas tareas como Secretarios Letrados y 
Asesores Letrados desempeñan una función muy similar a la del Fiscal. Realizan el mismo tipo de trabajo 
que hace el Fiscal; no son estrictamente funcionarios del Escalafón A y, si bien tienen una equiparación 
salarial con el Escalafón N de origen, el tiempo y ciertas partidas que se determinan vuelven a distanciar a 
unos de otros, por lo que no parece conveniente que esa equiparación no se consagre. 


Como saben las autoridades, estos funcionarios tienen incompatibilidad, establecida por ley, con el ejercicio 
de la profesión y de otras tareas, tienen dedicación exclusiva desde su tarea profesional a la función que se les 
ha encomendado, y parecería de buena técnica que, equiparados los salarios, podamos equiparar los 
escalafones. 


Solicito al Ministerio su opinión sobre este artículo. Tenemos algún aditivo para presentar en su momento, 
que dice precisamente eso: que deben transformarse los actuales cargos del Escalafón A en los del escalafón 
correspondiente para consagrar la equiparación con el Escalafón N, Personal Judicial. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El Ministerio de Educación y Cultura 
se ha preocupado por este tema y le ha dedicado mucha de su atención y de su tiempo. Se trata de una 
situación de desfase con lo que nosotros entendemos que era el sentido de la legislación: que estos 
funcionarios, en la medida en que cumplen tareas similares a los del Escalafón N, Personal Judicial, en 
la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, tuvieran la misma relación salarial. Creo que esta 
situación data de 1987 o 1988, pero las Administraciones anteriores no la solucionaron en ningún 
momento. Esta Administración sí solucionó, en forma gradual, ese "enganche" entre comillas de 


retribución salarial que tenían pese a que, entre otras cosas, una de las demandas que presentaron ante 
la Justicia fue perdidosa para los señores Secretarios Letrados del Ministerio Público y Fiscal. Hay 
otra que está en trámite y toda la interpretación de nuestros servicios jurídicos, anteriores además a 
esta Administración, indicaban que sin una ley no había posibilidad de cumplir con eso. Ahora bien, 
esta Administración promueve esa ley que gradualmente ajusta las retribuciones; creo que el año que 
viene, prácticamente se llegará al ciento por ciento de la adecuación. 


El Ministerio de Educación y Cultura ha apostado a solucionar el otro reclamo que tienen, que puede ser 
legítimo, pero que creemos que debe ser analizado en un marco más general en cuanto a la definición de qué 
tipo de Ministerio Público y Fiscal queremos. La modificación ha de hacerse en forma general, no para 
solucionar una situación particular de un conjunto de funcionarios, sino presentándola en el Estatuto del 
Ministerio Público y Fiscal, creado por Decreto Ley N* 15.365, que prácticamente no ha tenido 
modificaciones desde su aprobación y que tantos dolores de cabeza nos ha dado. No se trata solamente de la 
situación de los Secretarios Letrados que conocemos perfectamente, a quienes hemos recibido decenas de 
veces, porque si hay algo que no se puede decir es que este no haya sido un Ministerio de puertas abiertas, en 
particular, para los Fiscales del Ministerio Público y Fiscal, quienes han tenido múltiples oportunidades de 
expresar, tanto individual como colectivamente, sus puntos de vista sobre su situación funcional. 


Por lo tanto, creemos que la incorporación a la carrera funcional de los Secretarios Letrados en el Estatuto del 
Ministerio Público y Fiscal no se debería hacer vía Rendición de Cuentas. Tendría que abordarse un nuevo 
Estatuto del Ministerio Público y Fiscal que establezca la carrera administrativa, superando el problema 
básico que es la falta de reglamentación sobre la antigitedad calificada para los ascensos y los destinos. En 
ese sentido, estamos convencidos de que esa va a ser la mejor solución para abordar este tema. 


Naturalmente, esa es una decisión del Poder Legislativo. No creo que sea necesaria iniciativa privativa del 
Poder Ejecutivo en materia del Estatuto del Ministerio Público y Fiscal. Consideramos que debería hacerse el 
esfuerzo de buscar salidas generales y no particulares que, más que arreglar la situación, en definitiva 
terminan poniendo parches, con soluciones parciales a un asunto que necesita de la mayor de nuestras 
atenciones. 


SEÑOR GANDINI.- Sin ánimo de entrar en polémica, debo decir que precisamente fue ese decreto del 
año 1987 el que modificó lo dispuesto por los artículos 28 y 41 de la Ley N” 15.809. Al menos, este es el 
fundamento que hace la parte interesada y, por supuesto, debe ser el tema en debate a nivel judicial. 
Sin embargo, el señor Subsecretario mencionó la necesidad de una ley. Sus servicios jurídicos dicen que 
sin ley no hay manera de resolver este tema. En este momento, precisamente, estamos en una instancia 
presupuestal, tratando una típica norma presupuestal, pero que tiene una infinidad de normas que no 
son presupuestales, como es tradición, también es bueno decirlo. Entiendo la voluntad de resolver este 
asunto en un marco más general, pero si hay un momento oportuno para resolverlo es este; me da la 
impresión que resolverlo en términos generales fuera de los tiempos presupuestales que nos quedan 
inhabilita la posibilidad de que se haga en los próximos años. No creo que podamos tomar alguna 
medida de esa naturaleza, por ejemplo en el próximo año. Según alguna interpretación de la 
Constitución, no lo podríamos hacer en ese tiempo. 


Creo que esta es una típica norma presupuestal y me da la impresión de que la solución que planteamos va en 
el sentido en que el Ministerio quiere resolver este tema, más allá de que después quiera abordar la 
reestructura general de ese servicio. No pido nueva opinión de las autoridades, pero obviamente la Comisión 
tendrá que discutir en estos días, para ver si puede resolver este asunto que nos ha quedado pendiente. 


SEÑOR POSADA.- Voy a realizar una consulta que no está referida al articulado, sino, en todo caso, al 
cumplimiento de la Ley N” 17.631, que promoviera en el ámbito legislativo el fallecido señor Diputado 
Félix Lavigna y fuera aprobada por ambas Cámaras prácticamente por unanimidad durante la 
Legislatura pasada. En el artículo 6” de esa ley se declara Monumento Histórico el solar donde 
estuvieran emplazados el Cuartel General de Artigas y la Villa de Purificación, ubicado dentro de las 
fracciones de campo individualizadas por los padrones N” 4980 y N” 4983, en mayor área, 4ta. Sección 
Catastral, zona rural del departamento de Paysandú. Y en el segundo inciso de este artículo se expresa: 
"El Poder Ejecutivo dispondrá lo necesario para proceder a determinar su extensión, delimitación y 
señalamiento, previo informe fundado en asesoramiento competente, de acuerdo con los alcances de la 


Ley N” 14.040, de 20 de octubre de 1971, a los efectos de la creación del Parque Nacional Purificación". 
Es decir que en la ley se establece un mandato expreso, al margen de otros, respecto de la creación de 
un Parque Nacional en Purificación. 


Al comienzo de este mandato, consultamos al Ministerio sobre este tema, y teniendo en cuenta que esta es la 
última Rendición de Cuentas, nos parece oportuno replantearlo a fin de obtener una respuesta en relación a 
cuál ha sido el cumplimiento de lo establecido por la Ley_N* 17.631. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Por razones obvias, dada mi relativamente 
reciente designación, el señor Subsecretario siguió mucho más que yo el desarrollo de este tema, así que 
él puede dar más detalles al respecto. De todas maneras, quiero expresar que hablé con la Comisión de 
Patrimonio sobre este asunto y lo que ocurre es que el terreno designado es realmente muy grande; no 
es fácil implementar esa ley. Entonces, se ha pensado en versiones alternativas como, por ejemplo, 
establecer alguna senda de recorrida. Estamos buscando la posibilidad de concretar este mandato, 
aunque es muy difícil darle cumplimiento estricto en un área tan extendida. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Antes de responder la pregunta del 
señor Diputado Posada, me gustaría hacer una nota al pie sobre las observaciones que realizó 
previamente el señor Diputado Gandini sobre los Secretarios Letrados. 


Creemos que la naturaleza de incorporar a la carrera administrativa de los integrantes del Ministerio Público 
y Fiscal a los actuales Secretarios Letrados no es una decisión presupuestal el tema ya está, sino que se trata 
de una decisión relativa a cómo se concibe la carrera. Por lo tanto, estamos convencidos de que la 

oportunidad de su análisis no es en una Rendición de Cuentas, sino en el estudio de un Estatuto más amplio. 


Además, la Asociación de Funcionarios no Magistrados del Ministerio Público y Fiscal tiene una serie de 
planteos que creemos que también deberían analizarse en el seno de esta Comisión. 


Finalizada esta nota al pie, sin ánimo de entrar en polémica y simplemente a los efectos de dejar constancia 
de los dos aspectos anteriores, como bien decía la señora Ministra, la Comisión Nacional de Patrimonio tiene 
dificultades para implementar no solo de esto, sino muchos otros temas relacionados con el patrimonio. Esa 
Comisión posee un estatuto muy progresista, que le fue dado en la Ley de octubre de 1971 fíjense la fecha en 
la cual fue aprobada y contó con la unanimidad del Parlamento, pero en treinta y ocho años el concepto de 
patrimonio ha avanzado mucho, y la valorización de algunos pioneros ha sido un elemento central. Dado que 
han pasado prácticamente cuatro décadas, se ha constituido una Comisión en el Ministerio, a los efectos de 
elaborar una nueva ley de patrimonio que, además, dé potestades importantes a las Comisiones 
Departamentales, que son las que pueden cumplir un papel central en la difusión y promoción del patrimonio 
histórico y cultural de la nación. 


Entonces, me alegra que el señor Diputado Posada vuelva a plantear este tema porque creemos que la ley del 
bien recordado señor Diputado Lavigna estuvo muy bien inspirada. Por eso, haremos este planteo a la 
Intendencia Municipal de Paysandú a ver si es posible cumplir, aunque no sea con el sentido estricto de la 
norma, por lo menos, con el espíritu que llamó al señor Diputado Lavigna a hacer su trabajo incansable para 
obtenerla. Por lo tanto, prestaremos atención para ver si se le puede dar una pronta implementación. 


SEÑOR POSADA.- Advierto algunas cosas. La ley declara monumento histórico al solar y pide al 
Poder Ejecutivo que determine el área. Obviamente, de acuerdo con lo que establece el inciso segundo, 
hay una voluntad expresa de crear un Parque Nacional, por lo cual esto no se soluciona con una senda. 
No es un problema de una senda, sino de que se debe expropiar un área, a lo cual el propietario de ese 
establecimiento siempre se ha resistido desde tiempos inmemoriales. La ley quiso solucionar este tema 
y sentar con claridad la idea, la voluntad legislativa recuerdo que sobre el tema de Purificación 
también había un proyecto de ley en el mismo sentido presentado en aquel momento por el señor 
senador Fernández Huidobro, y laudó sobre este tema. Desde la promulgación de esta norma, en mayo 
de 2003, han pasado ya más de cinco años. Pero este no es un tema sobre el que tenga que decidir algo 
la Comisión de Patrimonio Histórico. Acá hay un mandato que se ha dado por parte de una ley al 
Poder Ejecutivo para que establezca una vía de acción atendiendo directamente a que se cree en 
Purificación un Parque Nacional. Entiendo que siempre ha habido muchos problemas en cuanto a este 


tema. Sin embargo, después del mandato que se establece por ley, esos problemas simplemente refieren 
a la voluntad política del Poder Ejecutivo de cumplir con lo que establece la Ley_N” 17.631. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La siguiente delegación está esperando hace varios minutos. La Mesa solicita 
a la señora Ministra que nos informe de los artículos que restan en conjunto y luego los señores 
legisladores, si lo entienden oportuno, harán las preguntas del caso. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Hay un artículo que quisiéramos incluir en la 
Rendición para que se autorice a la Biblioteca Nacional a retribuir a quienes cumplan tareas en días 
inhábiles, de acuerdo con las normas reglamentarias establecidas por el Poder Ejecutivo. En el 
proyecto se establece además a qué objeto se imputa ese gasto, y no es un incremento sino simplemente 
una autorización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además de este aditivo, hay otros sustitutivos que esta delegación ha 
planteado, que también tenemos que recibir. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- El artículo aditivo establece: "Autorízase en 
el Inciso 11 'Ministerio de Educación y Cultura' a la unidad ejecutora 015 'Dirección General de la 
Biblioteca Nacional", a retribuir a quienes cumplen tareas en días inhábiles, de acuerdo a las normas 
reglamentarias establecidas por el Poder Ejecutivo. La erogación resultante se financiará con el crédito 
de los objetos 058 'Horas Extras' y $ 500.000 del objeto 057 'Becas de trabajo y Pasantías'.- La 
presente disposición regirá a partir de la promulgación de la ley". La exposición de motivos es muy 
sencilla; refiere a habilitar el funcionamiento de la Biblioteca Nacional en días inhábiles, permitiendo 
su acceso a quienes habitualmente se ven impedidos de concurrir. 


Los otros artículos que queremos nombrar, con los que estamos de acuerdo no planteamos discusión, pero 
tienen que ver con el Ministerio, figuran en "Subsidios y Subvenciones". El artículo 396 hace referencia al 
compromiso de gestión de la ANII Agencia Nacional de Investigación e Innovación, que ha de ser aprobado 
por los Ministerios de Economía y Finanzas y de Educación y Cultura. Con este funcionamiento de la ANII 
estamos innovando en forma institucional porque se trata de una Agencia que responde al Gabinete 
Ministerial de la Innovación. 


El artículo 397 establece el financiamiento para el PDCIBA, Programa de Desarrollo a las Ciencias Básicas, 
que tiene una historia importante en el país, y para el COCAP, instancia de capacitación que también tiene 
algunos años de experiencia. 


El artículo 398 hace referencia a la contribución del Estado uruguayo al Instituto Pasteur, evidentemente de 
gran importancia. 


El artículo 399 refiere a las ONG que tienen relación con la enseñanza, a las que se apoya a través del 
Presupuesto. En particular, están incluidas las becas Carlos Quijano que administra el Ministerio de 
Educación y Cultura para posgrados nacionales. 


El artículo 403 hace referencia a la complementación del Plan Ceibal, en el que este Ministerio es también un 
actor en una iniciativa multiministerial, una iniciativa transversal de la mayor importancia. 


El artículo 404 establece una pequeña complementación al Plan Ceibal para finalidades educativas que 
complementen la inversión realizada. 


El artículo 408 incluye a varios Ministerios, y es el proyecto que se conoce como "Nacidos Vivos", en el que 
interviene el Ministerio de Educación y Cultura a través del Registro de Estado Civil. También intervienen el 
BPS y los Ministerios de Salud Pública y del Interior. 


El artículo 409 establece el presupuesto de la Agencia Nacional de Investigación e Innovación; en algún lado 
tenía que estar. 


El artículo 418 hace referencia al Correo pero, por lo que me dicen, en la mañana de hoy se discutió al 
respecto y se decidió no incluirlo en esta Rendición de Cuentas. Por lo tanto, no vale la pena ahondar en él. 


Estos son los artículos que están fuera del Inciso, pero que hacen al Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- No quiero demorar a la Comisión ni retener a la delegación del 
Ministerio, pero quiero reiterar dos asuntos que me preocupan. 


Uno de ellos tiene que ver con la Rendición de Cuentas del año 2006 lo hemos hablado con el señor 
Subsecretario, así como también lo ha hecho otro compañero Diputado, con el artículo 131, sobre el que 
volvemos a insistir. En esa oportunidad, se encomendaba al Ministerio la expropiación de la casa en la que 
nació Wilson Ferreira Aldunate en Batlle y Ordóñez. Queremos reiterar el tema porque podemos dar una 
mano para que se hagan los contactos necesarios para cumplir con el artículo 131. 


El otro asunto es una información que ha llegado a esta Comisión y que no quiero dejar pasar. En Minas, en 
un lugar que se llama "Molino Viejo", Secundaria está construyendo un nuevo liceo, que es muy necesario, 
pero va a quedar un lugar de ocho aulas que bien puede servir para instalar un CECAP en el departamento de 
Lavalleja. Esas instalaciones pertenecen al Ministerio de Educación y Cultura y a Secundaria y van a ser 
derruidas. Las van a tirar abajo porque tapan la vista, porque no tienen más nada que hacer con ellas. 
Nosotros estamos bregando para que esas instalaciones no se tiren abajo. Ese lugar fue el ex liceo Molino 
Viejo y ahora, como no tiene ninguna función, se pretende tirarlo abajo. Se podría hablar con el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas para acondicionarlo. También se lo planteamos a la Universidad, pero dejamos 
esta idea en manos del Ministerio. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Puedo informar acerca de los dos asuntos 
porque también son de nuestro interés. 


Estamos gestionando la expropiación de la casa de Wilson Ferreira Aldunate, lo que tuvo un trámite lento en 
el Ministerio. Desde ya agradecemos el apoyo, porque tenemos que cumplir con la ley y lo vamos a hacer. Si 
bien no se trata de patrimonio histórico, sí es patrimonio cultural de los uruguayos. 


Con respecto al Molino Viejo, no hay ninguna intención de derruirlo. Quiero aclarar que es propiedad de 
ANEP y no del Ministerio. Además, hay otra gestión, a la que pensé que la señora Diputada se iba a referir, 
de parte de la Fundación Lolita Rubial, que quiere hacer un museo en el molino, cosa que también nos 
parecería muy bien. Reitero que no hay ninguna intención de derruirlo, ya que las dos cosas nos podrían 
interesar. Es más, puse en contacto a la Fundación Lolita Rubial con el Consejo de Educación Secundaria 
para tratar ese tema. Las dos iniciativas las vemos con extrema simpatía. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- La señora Ministra tiene razón en un sentido. El Molino Viejo tiene 
dos superficies. Una corresponde al Molino Viejo, que es histórico y que nadie piensa derruir porque 
sería una locura; además, es un paseo turístico muy bonito. A este se refiere la señora Ministra. La otra 
superficie corresponde al ex liceo Molino Viejo, que es un edificio construido por los militares, cuando 
fue División de Ejército. Ese es el que se quiere tirar abajo. Fue liceo hasta hace muy poquitos años, 
hasta que quedó muy chico. 


SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y CULTURA.- Lo tendremos en cuenta. Gracias por la 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra y del Subsecretario de 
Educación y Cultura y de sus colaboradores. 


La Mesa solicita que se nos hagan llegar los sustitutivos y el aditivo que la señora Ministra leyó, en virtud de 
que nos quedan pocos días para tratar el proyecto, ya que el jueves comenzamos la votación de los artículos. 


(Se retira de Sala la señora Ministra de Educación y Cultura y sus asesores) (Ingresa a Sala una delegación 
del Ministerio de Economía y Finanzas) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de Economía y Finanzas, 
integrada por el señor Ministro interino, economista Mario Bergara, las contadoras Marta Abilleira, Susana 


Díaz y María Isabel Masoller, los economistas Daniel Mesa y Michael Borchardt, los contadores Ariel 
Rodríguez Machado, José María Galeano y Gabriel Rojas, y la escribana Perlita Rodríguez Pose. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Vamos a repasar con cierto detalle 
los artículos vinculados al Inciso 05. 


Quizás vaya un poco rápido, pero quedo a disposición para responder las consultas. Me parece que lo mejor 
va a ser considerar artículo por artículo y, si hay consultas, podremos evacuarlas oportunamente. Las 
referencias de artículos que voy a manejar son a partir de la propuesta del Poder Ejecutivo. 


El artículo 141 básicamente asigna un monto aproximado a $ 1:600.000 para prever compensaciones en el 
marco del funcionamiento de la Unidad Centralizada de Adquisiciones, UCA, que fue creada en la Rendición 
de Cuentas anterior, de alguna manera como fusión de las unidades centralizadas de compra de alimentos y 
medicamentos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los integrantes de la Comisión recibieron el día viernes un comparativo en el 
que aparece un sustitutivo del artículo 141 remitido por el MEF. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, nosotros sugerimos 
un aditivo que aclara que es para quienes se desempeñan en la citada Unidad en calidad de 
funcionarios públicos, y la aplicación de este monto solicitado tendría la posibilidad de integrarse como 
compensación especial. 


El artículo 142 plantea una asignación presupuestal para desarrollo informático a la Contaduría General de la 
Nación. Esto está asociado a las necesidades de modernización del Sistema Integrado de Información 
Financiera y del Servicio de Garantía de Alquileres. 


En el artículo 143 se suprime por un lado el financiamiento de dos cargos de la Contaduría General de la 
Nación, y se eleva por el otro. 


Los artículos 144 a 151 implican una serie de planteamientos que apuntan a mejorar aspectos operativos en el 
funcionamiento del Servicio de Garantía de Alquileres que brinda la Contaduría General de la Nación. Si los 
legisladores tienen interés en profundizar en algunos de ellos, con mucho gusto podemos solicitar al 
Contador General y a los encargados del Servicio de Garantía de Alquileres que los aclaren. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En los artículos 146 y_149 se plantean modificaciones que responden a técnica 
legislativa. Los señores legisladores las tienen en el comparativo que entregamos el día viernes. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estamos de acuerdo con esas 
modificaciones. El artículo 152 refiere al incremento presupuestal asociado a la reestructura y al 
fortalecimiento de la Auditoría Interna de la Nación, que implica una partida de $ 23:750.000 para 
llevar adelante la nueva estructura de puestos de trabajo de dicho organismo. 


El artículo 153 incluye montos menores, que se plantea asignar a la Tesorería General de la Nación para los 
Ejercicios 2008 y 2009, para el proyecto que tiene que ver con maquinarias, equipos y mobiliario. 


Los artículos 154 y 155 refieren a la Dirección General Impositiva y básicamente implican regularizaciones 
de cargos, tanto de personal contratado como de vacantes. Esta es la regularización de un número importante 
de profesionales que habían ingresado en años anteriores, en el marco del proceso de fortalecimiento de la 
DGI, y que ya llevan algunos años de operación bajo regímenes contractuales diversos. La idea es regularizar 
esas situaciones así como readecuar algunos cargos, lo que, en general, implica costo cero. Se trata de la 
creación y la supresión de diversos cargos que hacen que se adecuen a una mejor estructura de la Dirección, 
sin costo presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos aquí un sustitutivo del artículo 155, donde en lugar de describir el 
"grado" y la "Serie" se establece que se trata de cargos de "Auxiliar". 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En realidad, es una corrección de 
una errata en la versión original. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En el artículo 155 se crean algunos cargos que son para regularizar 
situaciones, y también se suprimen otros. Hay una gran diferencia entre la categoría de los cargos que 
se están creando y la de los que se están suprimiendo, a pesar de que igualmente son cincuenta y un 
cargos, tanto en un caso como en otro caso. Se están creando cargos del Escalafón A, del Escalafón B y 
uno del Escalafón C, y se están suprimiendo solamente de los Escalafones B, C, D y F. Tendría que 
haber una diferencia en el costo de unos con respecto a otros, y aquí no se establece de dónde va a salir 
el dinero que supone la diferencia de los cargos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En general, aquí se hace una 
adecuación para una serie de funcionarios que tenían las capacidades profesionales y educativas, y ya 
cobraban partidas asociadas a ello a pesar de que no tenían los cargos. De esta manera se regularizaría 
la situación, al asignar en el cargo propio la compensación que tenían por desarrollar tareas técnicas 
sin tener cargos asociados a escalafones o grados técnicos. Insisto en el hecho de que esta es una 
regularización que no implica costo presupuestal porque, de hecho, hay una adecuación en los papeles 
a lo que efectivamente ocurría en la realidad. 


El artículo 156 propone la creación a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas de un Centro de Estudios 
Fiscales con los cometidos que allí se plantean, es decir, investigación y generación de conocimientos en esa 
área, y formación y capacitación del personal, tanto del Ministerio de Economía y Finanzas como de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en materia de finanzas públicas, derecho tributario y financiero, 
estadística tributaria y sociología tributaria. Asimismo, se habilita la posibilidad de que ese Centro desarrolle 
actividades en el marco de convenios con organismos nacionales e internacionales que no signifiquen 
contraer deuda pública nacional. 


Los artículos 157 a 159 tienen que ver con la Dirección Nacional de Aduanas. 


El artículo 157 implica básicamente contrataciones de algunos cargos de alta especialización y contratos a 
término, parcialmente financiados con una disminución de créditos del rubro del Proyecto de modernización 
de ese organismo. 


El artículo 158 establece la necesidad de presentación de declaración jurada por parte de los funcionarios de 
la Dirección Nacional de Aduanas en el marco del régimen de incompatibilidades, según la reglamentación 
que dicte el Poder Ejecutivo. 


El artículo 159 faculta al Poder Ejecutivo a rebajar las tasas que la Dirección Nacional de Aduanas cobra a 
los usuarios por sus servicios, con el propósito de facilitar el comercio exterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que conste en la versión taquigráfica, y sirva para el futuro trabajo de 
la Comisión, en el primer inciso del artículo 157, donde dice: "Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996", 
debe agregarse: "en la redacción dada por el artículo 43 de la Ley N” 18.172, de 31 de agosto de 2007", 
y luego continúa igual. Es una cuestión de técnica legislativa. 


SEÑOR GANDINI.- El artículo 158 prevé que "Los funcionarios de la Dirección Nacional de Aduanas 
presentarán anualmente una declaración jurada de actividades e ingresos [...]'. Nosotros ya tenemos 
una norma de esta naturaleza en las Disposiciones Generales que los obligan a hacerlo ante la conocida 
junta anticorrupción, es decir, la Junta Asesora en materia Económico Financiera. 


Pregunto qué agrega esto, ante quién deben hacer esa declaración jurada, en qué consiste, si es pública, 
porque una de las características que tiene la declaración ante la Junta Asesora en materia Económico 
Financiera es que solo puede ser conocida una vez que el Juez lo requiera. Queremos saber si algo de esto 
está presente en esta novedosa redacción, que ya podría estar contemplada, salvo que la intención fuera que 
tuviera contenidos diferentes. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, la idea es que la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo se asocie a aspectos complementarios de lo que ya se hace 
para la junta anticorrupción. 


Ya hay otros sectores, inclusive dentro del Ministerio de Economía y Finanzas, que presentan declaraciones 
juradas en el ámbito de la propia Dirección de Secretaría, Asesoría Tributaria y demás, y por la propia 
naturaleza de sus actividades implican ciertas incompatibilidades, que no se reflejan en la declaración ante la 
junta anticorrupción y, por lo tanto, deben ser de conocimiento de los organismos. Ese hecho implica que 
algunos funcionarios deban, por ejemplo, excusarse de actuar en ciertos casos, si hubiera alguna implicancia 
con actividades que desarrollaran en el sector privado. 


Es en ese marco que se plantea una exigencia más, profunda, si se quiere, para los funcionarios de la 
Dirección Nacional de Aduanas, a lo que requiere la junta anticorrupción, sobre la base de que es razonable 
pensar que existan incompatibilidades mayores, dada la naturaleza de su trabajo y, por lo tanto, el organismo 
debe estar en conocimiento de cuándo puedan emerger esos conflictos de intereses. 


En ese sentido, estamos planteando que los detalles del asunto queden sujetos a la reglamentación. 


Los artículos 160 y 161, básicamente, plantean una modificación del manejo del Fondo de Servicios 
Aduaneros Extraordinarios y Permanentes, que tenía una parte afectada al pago de remuneraciones de los 
funcionarios. En esta norma se propone, tendiendo a lo que era un criterio general de formulación 
presupuestal, desafectar ese Fondo aunque sea parcialmente, haciendo que la parte de las remuneraciones 
pase a Rentas Generales y, por lo tanto, se compense a los funcionarios por el salario que estarían perdiendo 
por esta vía. 


Entonces, tanto el artículo 160 como el 161 permitirían viabilizar esa desafectación de los proventos 
provenientes de la recaudación de tasas en Aduana. 


SEÑOR GANDINI.- La Comisión no pudo recibir al gremio de los funcionarios de Aduana, porque en 
dos oportunidades solicitó entrevista y las suspendió. 


Por lo tanto, simplemente quiero aclarar que este artículo es el que generó el actual conflicto, por la 
transferencia de estos ingresos directos que a partir de la aprobación de este artículo serán atendidos por 
Rentas Generales. Este es el problema. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estamos manteniendo un diálogo 
con el gremio de los funcionarios de Aduana en este sentido. 


El artículo 162 prevé, en el marco del proceso de modernización de la Aduana, un esquema de retiro 
incentivado, al estilo del que ya funciona para los demás organismos públicos, pero atendiendo otras 
especificidades, que tienen que ver, sobre todo, con el porcentaje de remuneración y la edad. 


Básicamente, se trata de un esquema análogo a la propuesta de incentivos de retiro para aquellos trabajadores 
que a fines de este año tengan cincuenta y ocho años de edad o más. Es un número importante en el ámbito 
de la Dirección Nacional de Aduanas porque, si mal no recuerdo, el promedio de edad en el organismo es del 
orden de los cincuenta y cuatro años. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En años anteriores se han suprimido estos cargos, pero luego se pidió 
dejar sin efecto dicha supresión. 


Quiero saber si con la desaparición de los cargos que deja vacante la gente que se acogería al incentivo de 
retiro, el funcionamiento de la Dirección Nacional de Aduana sería óptimo. Pregunto esto porque hasta el 
2011 no habrá oportunidad de pedir que estos cargos vuelvan a ocuparse. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, en el último inciso 
del artículo se establece que finalizado el período de pago o acaecida alguna de las causales de cese del 
beneficio, el crédito correspondiente concurrirá a financiar la reestructura de puestos de trabajo de la 


Dirección Nacional de Aduanas. Quiere decir que este inciso está aclarando que una vez que se 
completen los pagos que emerjan de la aplicación de este artículo, los créditos presupuestales "siguen 
vivos” entre comillas, a efectos de conformar una fuente de financiamiento de la reestructura de la 
Dirección Nacional de Aduanas que deberá procesarse y aprobarse por los procedimientos legales y 
constitucionales correspondientes. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, el propio texto del artículo 162 está previendo un porcentaje del dinero 
que se libera para financiar contratos a término, entretanto no se haga la reestructura. También en 
este caso habrá más contrataciones. 


(Interrupción del señor Ministro Interino de Economía y Finanzas) 


En el inciso primero hay dos puntos cuyo contenido me gustaría se aclare. Indica que la partida que se 
reciba no tendrá carácter remunerativo. Me gustaría saber a qué se refiere este carácter remunerativo, si está 
vinculado al cálculo del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas o a otro aspecto. 


Más adelante se habla "[...] del total de remuneraciones nominales sujetas a montepío, efectivamente 
cobradas por todo concepto durante el año 2008 [...]". Entonces, la pregunta es pertinente en este organismo 
en particular, donde sabemos que varios funcionarios tienen ingresos importantes por su participación en las 
multas. Por lo tanto, quiero saber si para calcular el porcentaje que recibirán por esta formulación que se 
establece se tomará en cuenta todo el ingreso, que en algunos casos son montos muy importantes. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pido al contador Mesa que conteste 
esta pregunta. 


SEÑOR MESA.- Esta partida, como en el caso de artículos anteriores referidos al conjunto de la 
Administración Central que son similares, comprende a todas las remuneraciones. Si se lee todo el 
artículo sabremos que se habla del "promedio mensual del total de remuneraciones nominales sujetas 


a montepío", y establece "efectivamente cobradas durante el 2008", como forma de prever una 
referencia temporal y por calcular. 


Es decir, abarca absolutamente todo, porque de lo contrario no tendría valor como incentivo. 
SEÑOR GANDINL- Sí, incluye las multas. 
SEÑOR MESA.- Sí, todo lo que está sujeto a montepío, como lo establece el artículo. 


SEÑOR GANDINI.- Concretamente, la participación en ese Fondo de las multas está sujeto a 
montepío, es decir, está incluido en la base de cálculo. 


SEÑOR MESA.- Efectivamente. 
SEÑOR GANDINL.- Quedó pendiente la pregunta vinculada al IRPF. 


SEÑOR MESA.- Las multas están sujetas a montepío y, naturalmente, como son ingresos, están 
gravadas por el IRPF. 


Corresponde aclarar que si no son partidas de carácter remunerativo, es porque no tienen aporte jubilatorio. 
SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 163 plantea que la 


Dirección Nacional de Aduanas elevará al Ministerio de Economía y Finanzas con informe favorable 
de la OPP una propuesta de estatuto del trabajador aduanero. 


En el artículo 164 hay simplemente un cambio de serie. Se plantea la creación dentro de Aduanas de la "Serie 
Especializado Aduanero", que quedará por las actuales "Series de Especialista Ayudante Arancelario, 


Especialista Revisor y Especialista Verificador". 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Quiero hacer una pregunta con respecto al artículo 163. ¿Dentro de 
los ciento ochenta días de promulgada la ley se va a elaborar el estatuto del trabajador aduanero o se 
va a mandar como proyecto de ley? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entendemos que un estatuto puede 
ser definido en el ámbito del Poder Ejecutivo, pero si ustedes prefieren que se dé cuenta o que se 
plantee una aprobación legislativa, no vemos mayor problema. En general, para los estatutos alcanza 
con las potestades que tiene este Poder. 


En el artículo 165 se da un conjunto de transformaciones de cargos también en el ámbito de la Dirección 
Nacional de Aduanas, que no implican aumento del costo presupuestal, o sea que son readecuaciones sin 
costo. 


El artículo 166 refiere a la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas y, básicamente, implica una 
modificación de la distribución del Fondo de "Desarrollo de Modalidades de Juego" que tiene que ver con los 
aciertos no cobrados y confrontes; lo que se hace entonces es una readecuación para regularizar los aportes a 
la seguridad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre este artículo 166 tenemos un sustitutivo que nos hizo llegar el 
Ministerio de Economía y Finanzas con modificaciones de leyes, etcétera. El último inciso establece que 
la Contaduría General de la Nación ajustará, reasignará y categorizará los créditos necesarios para 
dar cumplimiento de lo dispuesto precedentemente. Esto lo envió la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estamos totalmente de acuerdo. 


En el artículo 167 hay una modificación con respecto a las comisiones de Agentes de Loterías y, básicamente, 
lo que hace es equiparar esa comisión a la que perciben los Agentes de Quinielas. 


En el artículo 168 se asigna presupuesto para la Dirección Nacional de Catastro, en el año 2008 para avanzar 
en la informatización de la unidad, y en el año 2009 y siguientes para algunas contrataciones por el artículo 
39 y gastos de funcionamiento. 


En el artículo 169, también para la Dirección Nacional de Catastro se habilita la posibilidad de generar un 
compromiso de gestión con metas de desempeño, y eso puede implicar compensaciones al personal que irían 
más allá del 10% de las retribuciones anuales. Para eso se solicita una partida de $ 6:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre este artículo la Oficina Nacional del Servicio Civil en el primer inciso 
envía un sustitutivo que autoriza a la Unidad Ejecutora 009, Dirección Nacional de Catastro, a abonar 
al personal un incentivo condicionado en lugar de una compensación. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Precisamente, el resto del artículo 
desarrolla la idea de las metas de desempeño sobre la base de los criterios que se establecen en el 
último inciso. 


El artículo 170 refiere a una medida que permite abaratar costos en los casos de certificados catastrales para 
la copropiedad. Esto era algo solicitado desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 

Ambiente y la Agencia Nacional de Vivienda, con lo cual nos hacemos eco y por lo tanto, promovemos esa 

posibilidad de un manejo simplificado de los certificados catastrales cuando corresponden a reglamentos de 
copropiedad. 


El artículo 171 implica una adecuación en aspectos sancionatorios, para los funcionarios de la Dirección 
General de Casinos. 


El artículo 172 habilita al Área Defensa del Consumidor, que está en la Dirección General de Comercio, a 
publicar los resultados de las audiencias administrativas que lleve adelante porque en general tiene amplias 


autorizaciones para publicación de su actividad pero no para emitir los resultados de las audiencias. Creemos 
importante que cuando haya audiencias administrativas que surjan de la acción del Area Defensa del 
Consumidor pueda también publicarse el resultado. 


Finalmente, el artículo 173 implica una asignación, también a la Dirección General de Comercio, de un 
incremento presupuestal muy menor, de aproximadamente $ 748.000, para contrataciones, incluyendo 
aguinaldo y cargas legales; son contratos a término. 


Este sería el recorrido de los artículos específicos del Inciso 05. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- Quisiera saber cuántos son los contratos que se hacen en relación al 
artículo 173. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Son dos contratos cuyo tope, 
obviamente, son esos aproximadamente $ 748.000, que incluyen aportes legales, aguinaldo, FONASA, 
etcétera. 


Ingresando a la Sección III, "Ordenamiento Financiero", los artículos 26,27 y_28 conforman un único 
paquete que procura fijar simplemente algunas reglas de ordenamiento del proceso de formulación 
presupuestal, mayormente a la interna del Poder Ejecutivo. Esto contribuye a ordenar ese proceso de manera 
de cumplir con los plazos constitucionales, tanto para la formulación del Presupuesto Quinquenal como para 
el artículo 27 y las Rendiciones de Cuentas correspondientes. O sea que básicamente es una determinación de 
plazos a la interna del Poder Ejecutivo o para los Organismos del artículo 220 de la Constitución, que 
permitiría cumplir con los plazos constitucionales de presentación del Presupuesto Quinquenal y de las 
Rendiciones de Cuentas. 


En el artículo 28 también se fijan plazos sobre lo que se debe presentar ante el Consejo de Economía 
Nacional, dado que la propia reglamentación de la constitución del Consejo de Economía Nacional prevé la 
posibilidad de que dicho Consejo discuta con tiempo los aspectos centrales de la formulación presupuestal y 
de las Rendiciones de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 27 la Secretaría vio la necesidad de mejorar, como técnica 
legislativa, la fecha de una ley, entre otras cosas, y creo que ya lo vio el contador Mesa. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Todo lo que sea para mejorar 
contará con nuestro beneplácito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 29 también hay correcciones de técnica legislativa. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 29 refiere a habilitar a 
los Incisos del Presupuesto Nacional a renovar su flota vehicular mediante permuta, o sea que 
básicamente se faculta al Ministerio de Economía y Finanzas a tomar los recaudos de modificaciones 
presupuestales que habiliten a aquellos organismos que tienen proyectos de permuta de vehículos a 
adecuar los aspectos procedimentales y presupuestales. 


El artículo 30 implica una ampliación de lo que serían fuentes de financiamiento general del Presupuesto 
Nacional. En particular, se incorpora a la nómina de fuentes de financiamiento el Programa de Apoyo al 
Sector Productivo y el Fondo de Emergencia para Catástrofes Climáticas. Un sustitutivo planteado elimina el 
punto 3, que era el Fondo de Reconstrucción y Fomento de la Granja; entonces, no estaríamos planteando 
que fuera fuente genérica de financiamiento a nivel del Presupuesto Nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, agregamos el último inciso. 


SEÑOR POSADA.- Quisiera saber si se podría hacer una aclaración de este artículo 30 en cuanto a las 
consecuencias de su aprobación. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Básicamente, estamos ante 
situaciones por las que se asigna presupuesto para fondos que, de alguna manera, después tienen un 
repago. Entonces, lo que habilita este artículo es a que una vez que se hizo una asignación, luego ese 
repago pueda operar de manera más automática, sin necesidad de estar pidiendo créditos 
presupuestales para volver a "usar" entre comillas la misma plata que fue utilizada y recuperada. O 
sea que es como consolidar una situación de fondo para evitar que permanentemente se estén 
solicitando ampliaciones de crédito presupuestal por algo que entendemos que no lo amerita. Eso pasa 
tanto con los proyectos del sector productivo como con los del Fondo de Emergencia. 


El artículo 31 implica simplemente la adecuación presupuestal de los Incisos 02 a 19 en lo que refiere, 
básicamente, a los gastos de servicios públicos: combustible, teléfono, agua, electricidad y gas, de acuerdo 
con los montos obligados del ejercicio 2007, a valores del 1” de enero de 2008. 


SEÑOR ASTI.- El Directorio del Correo tenía la inquietud en cuanto a si dentro de estos gastos 
previstos en el artículo 31 se podía incluir, precisamente, el de la correspondencia. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entiendo que este artículo tiene 
que ver con suministros de los incisos. No nos queda del todo claro que sea análoga la situación en caso 


de la correspondencia. Esa es nuestra primera interpretación sobre el punto, pero se puede analizar. 


(Interrupción del señor Representante Gandini) 


Pero ahí refiere específicamente al teléfono. Es como está formulado el clasificador 211. 


Los artículos 32 al 37 relativos al ordenamiento financiero, tienen que ver con modificaciones propuestas 
para mejorar y racionalizar el tratamiento de la preferencia nacional, particularmente para micro, pequeñas y 
medianas empresas, en el caso de las contrataciones públicas, por supuesto que dentro de las normas vigentes 
y de lo que es el marco de acuerdos internacionales. Reitero: es como una revisión que proponemos en base 
al diagnóstico de este tema a los efectos de mejorar el sistema. 


Básicamente, el conjunto de estos artículos permite incorporar cosas que no estaban previstas en la 
normativa. Un caso claro es que la normativa vigente de preferencia general incluía solo el caso de los 
bienes, no incluía lo servicios, y tenía una formulación bastante vaga con respecto a las obras públicas 


La formulación que estamos proponiendo apunta a dar un tratamiento efectivamente general, es decir, en 
igualdad de condiciones para los casos de bienes, servicios y obras públicas y, a su vez, a que, en general, se 
homogeneice el tratamiento de preferencia en función del precio final de los bienes, servicios y obras 
públicas y no en base a integraciones de valor nacional. Ahí había una propuesta de modificación de tasa del 
10% al 8%, pero ya no es sobre la misma base; es sobre una base mayor que implica el precio final de estas 
cosas. Por lo tanto, de hecho, la protección nacional en general se incrementa con respecto a la situación de 
partida. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- El artículo 32 hace una modificación, que me parece muy bien, 
acerca de la protección nacional de los servicios y los bienes en las contrataciones, pero hay una 
redacción que no recuerdo si estaba en cuanto a dejar fuera a los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Me gustaría que me explicaran la razón por la cual se deja fuera y se le da esa 
obligación a todos los organismos del artículo 451 de la Ley N” 15.903. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Refiere a que el margen de 
preferencia no será aplicable en contrataciones y adquisiciones realizadas por Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. Aquí no se está innovando; simplemente se reproduce una modificación 
reciente del TOCAF. O sea que en ese inciso no se está proponiendo ninguna modificación al régimen 
vigente. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Estamos analizando el artículo 32 o el grupo de artículos? Porque tengo una 
pregunta sobre el artículo 34. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El grupo de artículos. 


SEÑOR GANDINI.- El segundo inciso del artículo 34 dice: "En cada ejercicio, hasta un 10% del 
monto total de las contrataciones y adquisiciones de bienes, servicios y obras públicas, realizadas en el 
ejercicio anterior [...]".La pregunta es si el 10%, que es el tope, es el 10% de cada organismo o es el 
10% del total de los organismos. Además, no entiendo la última parte, que dice: "Asimismo, las 
adquisiciones y contrataciones realizadas bajo este Programa por un organismo particular, no podrán 
superar el 20% del total de adquisiciones y contrataciones realizadas por ese mismo organismo en cada 
ejercicio". Quisiera saber a qué se refiere cuando dice: "por un organismo particular". 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Esto se asocia a la creación de un 
programa de contratación pública que incluye diversos organismos. El 10% refiere al tope del monto 
de contrataciones y adquisiciones del programa en su conjunto. Es un tope lo suficientemente elevado 
que, de hecho, hoy supera lo que es, efectivamente, la proporción de contrataciones que se espera en 
ese sentido. El 20% refiere al organismo particular. O sea que es como un doble tope, el 10% del 
conjunto del Programa o sea, de los organismos en su conjunto, y el 20% referido al total de 
adquisiciones y contrataciones de cada organismo integrante del Programa. Entiendo que en general 
son topes lo suficientemente elevados como para no generar mayores dificultades operativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora comenzaríamos a tratar los artículos relativos a subsidios y 
subvenciones. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Tanto los artículos 394 como 395 
implican asignaciones presupuestales para el Instituto Antártico Uruguayo del Ministerio de Defensa 
Nacional, para ampliación en 2008 y 2009, con destino a la organización de la Reunión Consultiva del 
Tratado Antártico en 2010 y para la cancelación de deudas por combustible que tiene dicho Instituto. 


El artículo 396 implica una adecuación básicamente procedimental. y es que la asignación presupuestal de la 
Agencia Nacional de Investigación e Innovación, en lugar de salir por dos vías, los Incisos 21 y 24, se 
centralice y salga a través del Inciso Ministerio de Economía y Finanzas. Es simplemente una adecuación 
procedimental; más adelante habrá temas presupuestales específicos para la Agencia Nacional de 
Investigación e Innovación. 


El artículo 397 incrementa partidas de subsidios y subvenciones para el PEDECIBA, el Consejo de 
Capacitación Profesional COCAP y la Comisión Honoraria de Salud Cardiovascular, en los montos que el 
artículo refiere. 


El artículo 398 implica un incremento de partidas presupuestales al Instituto Pasteur de Montevideo, que 
además se asocia a un compromiso de gestión que ya está en proceso acordado entre el Ministerio de Salud 
Pública, el Ministerio de Educación y Cultura y el Instituto. 


El artículo 399 propone una partida general de $ 9:000.000, a efectos de subsidiar diversas organizaciones no 
gubernamentales asociadas a temas educativos. 


El artículo 400 plantea un proceso que permite avanzar en una transición para la Agencia Nacional de 
Vivienda hasta que el primer presupuesto pueda efectivizarse, una vez que culmine el proceso de 
reestructuración del Banco Hipotecario del Uruguay. Como ustedes saben, hay un número importante de 
funcionarios del Banco que pasarían a la Agencia Nacional de Vivienda. Hasta que ese proceso no avance, no 
es factible procesar razonablemente el primer presupuesto que tiene la Agencia y, por lo tanto, este artículo 
permite que el Poder Ejecutivo pueda operar en la transición desde el punto de vista presupuestal. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Tiene costo este artículo? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Es un costo que está compensado 
con lo que no se ejecuta del presupuesto de la Agencia Nacional de Vivienda. Más bien es un tema 
presupuestal: lo que no se paga por un lado, hay que pagarlo por otro mecanismo. Se debe a la 
necesidad de facilitar la transición. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Aumenta los recursos del Banco Hipotecario. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No; no son recursos que van al 
Banco Hipotecario. De hecho, una vez que empiecen a fluir funcionarios a la Agencia Nacional de 
Vivienda o a una estructura que se conforma a nivel del Poder Ejecutivo previo pase a la Agencia 
Nacional de Vivienda, los recursos que utiliza el Banco tienden a disminuir. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- El Ministerio de Economía y Finanzas va a pagar los gastos de la 
Agencia. Entonces, el Banco no los va a pagar; eso es lo que quise decir. O sea que van a aumentar los 
recursos del Banco. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La Agencia ya tiene un 
presupuesto; lo que pasa es que el pasaje desde el Banco Hipotecario a la Agencia no es automático, 
porque la estructura nueva no reproduce ninguna otra preexistente. Hay una transición que implica el 
pasaje a un esquema intermedio, que es salida del Banco Hipotecario pero aun sin formar parte del 
nuevo organismo que es la Agencia Nacional de Vivienda, lo que debe ser financiado de manera 
transitoria hasta que se determine cuáles de esos funcionarios de esa estructura van a integrar los 
cuadros de la Agencia. 


El artículo 401 autoriza al Ministerio de Economía y Finanzas a cancelar obligaciones de algunos organismos 
públicos, en particular los Ministerios de Defensa Nacional, del Interior y de Turismo y Deporte, con el 
Banco de Seguros del Estado. En general, estas suelen ser deudas bastante viejas que solo sirven para 
"ensuciar" entre comillas los reportes. Aquí tenemos deudas desde 1981 y básicamente hasta 2002 en el 
Ministerio de Defensa Nacional, de 1999 en el Ministerio del Interior y, más recientemente, en el Ministerio 
de Turismo y Deporte. Allí tienen un cuadro con los totales que cada organismo cancelaría con el Banco de 
Seguros del Estado. 


El artículo 402 refiere a asignar montos menores en 2008 y 2009 a efectos de que se formulen trabajos de 
consultoría para incorporar la perspectiva de género en la formulación y el control del Presupuesto Nacional. 
Aquí estamos tomando experiencias a nivel internacional que procuran valorar, tanto en la formulación como 
en la evaluación del gasto público, cómo impacta en términos de perspectiva de género. 


SEÑOR GAMOU.- Quiero que me expliquen el segundo inciso, porque lo de chequear si está la 
palabra "sexo" en los artículos lo puedo entender, pero la verdad es que me supera el tema de la 
perspectiva de género en el Presupuesto Nacional. 


SEÑOR BRENTA.- Con el señor Diputado Asti tuvimos el honor de concurrir a una presentación muy 
interesante realizada por la Junta de Andalucía con el Instituto Nacional de las Mujeres respecto a 
cómo trabajar el Presupuesto desde una perspectiva de género, además asociada al desarrollo 
productivo. 


Me parece que esto es una innovación. Creo que la señora Carmen Beramendi, que dirige el Instituto 
Nacional de las Mujeres de reciente creación en esta Legislatura, podría aportarnos mucho. Siento que 
tenemos muy poco tiempo, pero sería muy interesante poder tener un intercambio de estas características para 
comprender la necesidad de incorporar esta perspectiva, y lo dice alguien que no es fanático de esta temática 
pero que está dispuesto a considerar aportes en este sentido. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Este planteamiento se basa en la 
convicción de que tener buena información sobre las distintas dimensiones que puede generar el gasto 
público y su impacto tanto en aspectos productivos como decía el señor Diputado Brenta como en 
políticas sociales, es relevante a la hora de aprender a mejorar las formulaciones y de ver los efectivos 
impactos de los miles de millones de dólares que anualmente el Estado gasta e invierte 


Entendemos que es una de las dimensiones que debemos entender mejor, y estos montos están dirigidos a 
comprender cuáles son las variables y las dimensiones relevantes que habría que evaluar y medir en los 


distintos organismos públicos, así como las adecuaciones informáticas o procedimentales que esa variación 
requiere. El artículo 403 asigna fondos para continuar con el Plan Ceibal durante los años 2008 y 2009. 


El artículo 404 establece que, básicamente, las asignaciones para el Plan Ceibal para el año 2009, que se 
replican obviamente, por formulación de la Rendición de Cuentas para el año 2010, pero que quizás no sean 
enteramente necesarias para cumplir con los objetivos de ese Plan en el año 2010 porque, básicamente, el 
principal avance del proyecto se va a dar en 2009, puedan ser redistribuidas entre la Administración Nacional 
de Educación Pública y la Universidad de la República. Reitero que ello tendrá lugar una vez cumplidos los 
objetivos del Plan Ceibal; las asignaciones presupuestales que no sean necesarias podrán redistribuirse entre 
la ANEP y la Universidad de la República. 


El artículo 405 asigna un incremento de $ 400.000 para el programa conocido como "Knock Out a las 
Drogas". 


Los artículos 406, 407 y 408 que imagino habrán sido explicados por la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y por la Presidencia de la República, que crean los Centros de Atención Ciudadana y otros gastos 
tienen que ver con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Presidencia de la República. 


El artículo 409 asigna incrementos presupuestales para la Agencia Nacional de Investigación e Innovación, 
en particular, a través del programa de fortalecimiento del Sistema Nacional de Investigación e Innovación. 


El artículo 410 asigna rubros presupuestales para el fortalecimiento del programa de formación de 
negociadores en comercio exterior. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En el artículo 410 se autoriza a pagar compensaciones. 
¿Cuál es el monto destinado a ese objetivo? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Esto no asigna mayor crédito 
presupuestal; simplemente, habilita el pago de compensaciones a quienes están en este programa, pero 
restringido a los montos presupuestales aprobados para este programa. No hay un incremento. 


El artículo 411 asigna fondos para los años 2008 y 2009 para invertir en el "Programa para la Formación y 
Fortalecimiento de los Recursos Humanos de los Prestadores Públicos de Servicio de Salud". Desde la 
Administración de Servicios de Salud del Estado ASSE se manejarían determinados montos de común 
acuerdo con la Facultad de Medicina de la Universidad de la República destinados a la formación en 
especialidades médicas. A su vez, se plantea la posibilidad de que al menos el 10% de los fondos de este 
Programa se destinen a convenios que se celebren con la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas 
Armadas y la Dirección Nacional de Sanidad Policial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos aquí una corrección al cuarto inciso del artículo 411 que establece 
que comience de la siguiente forma: "El 10% (diez por ciento) de los fondos del Programa [...]"". 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, había planteos de 
que el artículo dijera "Al menos", y de parte de ASSE se había solicitado que dijera "A lo sumo"; 
entonces, salomónicamente, pongamos el 10%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, el cuarto inciso del artículo 411 comenzará diciendo: "El 10% 
(diez por ciento) de los fondos del Programa [...|". 


SEÑOR GAMOU.- Lo que voy a decir puede parecer una broma, pero no lo es. 


Esto es una ley y si establecemos exactamente un 10%, tendremos complicaciones. Por lo tanto, nos 
preocupa. Lo digo para que se analice y se busque una forma para que quede bien. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En términos de asignación 
presupuestal, no hay mayor problema. Aquí se fijan topes para la ejecución; después se podrán 
ejecutar más o menos, en términos porcentuales. El tope sería un 10% de estos montos. Lo que se 
ejecute será resultado de la capacidad de ejecución de los distintos organismos. No creemos que esto 
presente mayores problemas. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- A través del artículo 411, estamos concediendo una importante 
partida. ¿Esto no se podría haber financiado con las cápitas, con la parte que va del FONASA, y no 
por Rentas Generales? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Se podría plantear en esos 
términos, pero evidentemente, aun las cápitas tienen el subsidio de Rentas Generales porque la sola 
transferencia de aquellas en función del Sistema Nacional Integrado de Salud resulta insuficiente para 
cubrir el funcionamiento de los prestadores integrales de salud y, en particular, de ASSE. De manera 
que significaría poner de un lado y sacar de otro. 


Además, queríamos enfatizar que estas son partidas educativas para la formación de posgrados, tema que fue 
motivo de conflicto y de discusión en los últimos tiempos ya que existe necesidad de masificar un poco la 
formación de médicos con ciertas especialidades para evitar problemas de oferta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con la Sección VII, Normas Tributarias. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 412 plantea la 
exoneración del Impuesto al Valor Agregado a las tareas que realizaría OSE Obras Sanitarias del 
Estado en el programa de saneamiento ambiental de Ciudad de la Costa. 


SEÑOR ASTTI.- Solo quiero formular una pregunta porque, en este momento, al requerirse la iniciativa 
del Poder Ejecutivo, no puede modificarse. Este programa de saneamiento ambiental de Ciudad de la 
Costa tiene una parte que será ejecutada por OSE y otra por la Intendencia Municipal de Canelones, 
ambas financiadas con endeudamiento externo. Como no aparece la Intendencia de Canelones, 
quisiera saber si está pensado incluirla en alguna otra norma o si en algún momento se hará otra 
consideración del tema. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Si bien el financiamiento global del 
proyecto implica endeudamiento externo e involucra, obviamente, a OSE y a la Intendencia de 
Canelones, la parte con financiamiento externo refiere solo a las tareas de saneamiento que realiza 
OSE. La parte de pluviales y demás no está comprendida dentro del financiamiento externo. 


El artículo 413 prevé la exoneración del Impuesto al Valor Agregado para las firmas consultoras que 
intervengan en el programa de saneamiento ambiental de Ciudad de la Costa por la parte financiada con el 
endeudamiento externo. 


Los artículos 414 y 415 son análogos en términos de la exoneración del IVA. En ellos se plantea la 
exoneración del IVA para la realización de obras de tratamiento y disposición final de efluentes del sistema 
Maldonado-Punta del Este. El artículo 414 es análogo al 412, y el 415 al 413, en la medida en que exoneran 
de IVA a OSE y a las firmas consultoras que intervengan en las obras por la parte que corresponde a 
endeudamiento externo 


El artículo 416, a su vez, tiene que ver con los dos proyectos: con el de saneamiento ambiental de la Ciudad 
de la Costa la parte financiada con endeudamiento externo y con las obras de tratamiento y disposición de 
efluentes de Maldonado y de Punta del Este. Básicamente, se les aplica un régimen de devolución del 
Impuesto al Valor Agregado análogo al que tienen los exportadores. 


De alguna manera, este conjunto de normas tributarias se centra en el aporte que desde el Poder Ejecutivo, 
desde el Gobierno Central, se realiza para facilitar, por la vía de las exoneraciones del Impuesto al Valor 
Agregado, obras de saneamiento y disposición de efluentes en dos áreas que, seguramente, todos 
coincidiremos en que requieren obras a la brevedad: la Ciudad de la Costa y Maldonado. 


SEÑOR GANDINI.- El señor Ministro interino hacía referencia a la misma formulación de los 
artículos 414, 415 con respecto a los artículos 412 y 413. Sin embargo, en los primeros se hace 
referencia a la parte que está financiada con endeudamiento externo, lo que no se especifica en los 
artículos 414 y 415, que refieren a toda la obra. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En el caso de Maldonado y Punta 
del Este no hay financiamiento externo. Solamente hay financiamiento externo en el caso de Ciudad de 
la Costa. 


En el caso de Maldonado, el artículo 415 propone la exoneración de IVA por los servicios que presten las 
firmas consultoras; ahí no hay un componente de endeudamiento externo. 


SEÑOR GANDINI.- Por lo tanto, en los artículos 414 y 415 toda la obra está exonerada. Esa es la 
conclusión a la que llegamos. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En el caso de Ciudad de la Costa, 
hay una parte que hace OSE y otra que hace la Intendencia de Canelones. En la parte que hace OSE, 
se tiene financiamiento externo. Se exonera de IVA a todo lo relacionado con OSE. 


En el caso de Maldonado, no hay participación de la Intendencia; es solo OSE la que hace el tratamiento y 
disposición de efluentes; por lo tanto, es análoga la situación de que todo lo que hace este organismo tiene 
exoneración de IVA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Existe un artículo 416 bis. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Hemos propuesto la necesidad de 
incorporar un artículo que, básicamente, es una corrección de artículos de la Rendición de Cuentas 
anterior, que refiere al fondo de garantía de crédito. En el artículo 332 de la Ley_N” 18.172, de 
Rendición de Cuentas del año pasado, se planteó incorporar US$ 5:000.000 a efectos de garantizar, 
precisamente, créditos de micros, pequeñas y medianas empresas. El año pasado, a partir de la 
formulación de ese artículo, se generó la confusión con respecto a si eso correspondía o no a una 
capitalización de la Corporación Nacional para el Desarrollo. Con este artículo se aclara que eso no es 
parte de la capitalización de la Corporación Nacional para el Desarrollo, sino que es un fondo de 
garantía que debe manejarse separado de su capital. En particular, el artículo no solo deja claro ese 
punto, sino que, además, habilita a la Corporación al manejo de un fondo fiduciario, de un fideicomiso, 
para atender esa actividad de fondo de garantía de crédito de micros, pequeñas y medianas empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Culminaríamos considerando las disposiciones varias. 
Informamos que el artículo 418 fue analizado por el Ministerio de Educación y Cultura y se retiró. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El artículo 417 autoriza al Poder 
Ejecutivo a celebrar convenios de préstamo con UTE por un monto hasta el equivalente al 25% de las 
ventas del mercado interno del año anterior, a efectos exclusivos de solventar necesidades financieras 
transitorias. Obviamente, todos somos conscientes de que hay una situación similar a la que se ha dado 
en 2006 y se volvió a dar en 2008: problemas climáticos que afectaron sustancialmente las cuencas 
hidroeléctricas. Sobre todo con el aumento del precio del petróleo, UTE ha tenido un sobrecosto muy 
importante para la generación de electricidad. A veces, el manejo financiero de montos tan grandes 
podría hacerse de tal manera que si el Poder Ejecutivo estuviera en condiciones de contribuir al 
financiamiento transitorio de esos gastos, se harían ahorros en materia de costos de financiamiento. 
Entonces, se pide la autorización al Parlamento para que el Poder Ejecutivo pueda celebrar ese tipo de 
convenios, exclusivamente para ser utilizados en estos casos. 


Los artículos 419, 420 y 421 ya los comentamos a raíz de consultas del señor Diputado Gandini en nuestra 
anterior comparecencia. De todas maneras, creo que vale la pena reiterarlos. 


El artículo 419 refiere a la facultad que la Ley de Presupuesto daba al Poder Ejecutivo para abatir en un 6,5% 
las inversiones de los Incisos 2 al 15 del Presupuesto Nacional para ser destinadas al gasto en educación 
pública. Estamos proponiendo, por la vía del artículo 419, que esa facultad se transforme en mandato; es 
decir, estamos garantizando que ese abatimiento va a tener lugar y dando las certezas del caso para asegurar, 
precisamente, que ese monto va a ser transferido al presupuesto de la educación. 


El artículo 420 también faculta al Poder Ejecutivo a manejar un subsidio a fabricantes de bebidas de origen 
nacional, que tendrá carácter transitorio y gradualmente decreciente. Esto refiere al impuesto específico 
interno de algunas bebidas que con la reforma tributaria habían caído de manera drástica. Estamos planteando 
un programa que se extendería no más allá de tres años para que ese impacto se dé de manera gradual. 


El artículo 421 era una necesidad de la Intendencia Municipal de Montevideo para mudar las instalaciones 
del casino del Parque Hotel al local que era la Casa de Andalucía, que es propiedad de la Intendencia, a 
efectos de liberar el espacio del Parque Hotel para la conformación del Parlamento del MERCOSUR. Una 
ley de principios del siglo pasado indicaba que las Intendencias solo podían instalar casinos en hoteles 
balneario. Obviamente, la Casa de Andalucía no era un hotel balneario, pero entendemos que esa mudanza 
tiene sentido a efectos de facilitar la instalación del Parlamento del MERCOSUR en el Parque Hotel, dado 
que ya está allí también instalada su Secretaría Administrativa. 


SEÑOR ASTI.- Habíamos comentado con otros compañeros Diputados que el texto de este artículo, tal 
como fue remitido, hace referencia a la autorización a la Intendencia Municipal de Montevideo para 
explotar en un inmueble de su propiedad los juegos habituales de casino que hoy desarrolla en el 
Parque Hotel. Nosotros entendimos que era conveniente no referirse a los juegos habituales que hoy 
desarrolla porque esto le estaría impidiendo en el futuro instalar otros juegos de casino que la 
tecnología podría incorporar. Entonces, propongo referirnos solamente a explotar el casino que 
actualmente funciona en el Parque Hotel. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No habría ningún inconveniente 
con esa modificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Asti va a presentar un sustitutivo en su oportunidad. 


SEÑOR ASTI.- También habíamos hablado de cuatro artículos aditivos, que son modificaciones a la 
Ley N” 16.060; se trata de adecuaciones a la normativa internacional. 


Se propone dejar de lado la vieja terminología y que todas las referencias a balances sean sustituidas por la 
expresión "estados contables", así como su forma de presentación. Supongo que como estos artículos son 
originados en el Ministerio, también era conveniente que hicieran algún comentario al respecto. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Hemos enviado aditivos con 
modificaciones a la Ley de Sociedades Comerciales, y el contador Mesa podrá dar las explicaciones 
correspondientes. 


SEÑOR MESA.- El primer aditivo sustituye 3 artículos de la Ley de Sociedades Comerciales, relativos 
a la información a presentar en los estados contables en cuanto a la definición de ejercicio económico, a 
su duración y también a las normas contables adecuadas. 


También se cambian las normas de control, sustituyendo el artículo 97 de la Ley N* 16.060. Se modifican los 
niveles a los efectos de la registración de los estados contables. Además, se explicita desde cuándo rigen las 
modificaciones propuestas en los artículos 87, 88 y 97, y se deroga el artículo 90 de la Ley de Sociedades 
Comerciales. El sentido general es mejorar las condiciones de transparencia que facilitan la inversión en el 
país. 


SEÑOR GANDINI.- Hemos agotado el análisis del articulado y, ya que el Ministro interino no hizo 
ninguna referencia al tema con el que suponía que comenzaría su exposición, voy a preguntarle 
concretamente sobre los recursos extra que habría para la educación, que se han anunciado a través de 


la prensa y de la bancada del Frente Amplio, pero no donde corresponde, que es aquí, en esta 
Comisión. Quisiera saber cuál es la fuente de financiamiento que el Gobierno ha encontrado para estos 
recursos que se anuncia que van a aparecer. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Desde el Poder Ejecutivo en 
general y desde el Ministerio de Economía y Finanzas en particular, vimos la posibilidad de hallar un 
espacio fiscal adicional para la educación pública, que el Parlamento podrá discutir y decidir en 
función de que las propuestas presupuestales de ANEP, UDELAR e INAU habilitan a que, sin 
iniciativa del Ejecutivo, se amplíen los recursos que obtendrán en esta Rendición de Cuentas. 


La formulación de la Rendición de Cuentas se hizo asumiendo ciertos supuestos macroeconómicos, uno de 
cuyos principales componentes es el del crecimiento esperado de la economía. Según esta formulación, el 
crecimiento esperado para 2008 por el Ministerio de Economía y Finanzas era de 5,25% y para 2009, de 4%. 
Generalmente, cuando aparecen nuevas cifras de crecimiento del Producto se realiza una revisión de las 
expectativas de crecimiento para el futuro. Precisamente, días atrás se conoció que el cierre de las cifras de 
crecimiento del Producto del primer trimestre de 2008 eran muy considerables, pues alcanzaban el 10,9%, o 
sea, casi el 11%. Este es el primer trimestre en el que empieza a sentirse de manera impactante la actividad de 
Botnia, pero aun sin considerarla, el crecimiento estaba en el orden del 8,5%. Por lo tanto, es previsible que 
se haga una revisión al alza de las expectativas de crecimiento de la economía, por lo menos para 2008 y 
2009. 


Nosotros no hemos reformulado de manera oficial las expectativas de crecimiento; es algo que debemos 
hacer con tranquilidad, porque la reformulación presupuestal requiere los cuidados y el profesionalismo del 
caso. No obstante, el tratamiento de la Rendición de Cuentas tiene sus tiempos y sus límites; por ello, 
entendimos conveniente tomar, de manera transitoria y a los solos efectos de hacer este planteamiento, las 
cifras que publica el Banco Central, relativas a las expectativas de crecimiento del Producto que manejan los 
analistas privados. Tomando, entonces, la mediana de las expectativas de crecimiento del PBI del sector 
privado que, reitero, recolecta y publica el Banco Central, que es del 6,8% en 2008 y de 4,4% en 2009, vimos 
que si efectivamente se concretaban, no se vería satisfecho el compromiso político de esta Administración, 
del Poder Ejecutivo y de la fuerza política que está hoy en el Gobierno, de cumplir con la asignación 
presupuestal para la educación pública equivalente al 4,5% del Producto. Por lo tanto, como un mayor 
crecimiento del Producto genera un espacio fiscal adicional eso es sabido y se ha visto en estos años, se 
habilitaba una fuente de financiamiento adicional y, en diálogo con la bancada oficialista de la Comisión de 
Presupuestos integrada con la de Hacienda, vimos la posibilidad de incrementar las partidas para ANEP, 
UDELAR e INAU. Como ya dije, esto puede hacerse porque los tres organismos presentaron propuestas 
presupuestales superiores a las que envió el Ejecutivo, y sería posible dar un incremento asociado con el 
crecimiento del PBI mayor al previsto. 


Si las cifras de crecimiento para 2008, en lugar de 5,25% fueran de 6,8%, como prevén los privados, y para 
2009, en lugar de 4% fuera del 4,4%, como también prevén los privados, podíamos incorporar a la educación 
pública un monto equivalente a unos $ 540:000.000 adicionales a lo planteado en esta Rendición de Cuentas, 
en la Ley de Presupuesto y en las Rendiciones de Cuentas anteriores. 


Además, para generar un posible colchón para reafirmar la voluntad política de esta Administración en este 
tema, con un financiamiento genuino que se deriva del mayor crecimiento del Producto y, por ende, de la 
recaudación esperada, se planteó la posibilidad de destinar $ 600:000.000 adicionales a estos tres organismos. 
Para estos fondos, el Poder Ejecutivo propone una distribución, sobre todo, en función de los reclamos que se 
estaban realizando ante el Ministerio de Economía y Finanzas, por la necesidad de mantener activos los 
programas de inversiones y de escuelas de tiempo completo básicamente, el MECAEP, que tiene 
financiamiento del Banco Mundial, y el MEMFOD, con financiamiento del BID, así como también de 
atender montos asociados a la instalación de nuevos centros CAIF del INAU, y por necesidades 
presupuestales de la Universidad de la República. Por eso proponemos que de los $ 600:000.000, $ 
380:000.000 fueran para ANEP; $ 100:000.000, para la Universidad de la República, y $ 120:000.000, para 
INAU. 


Esta es la fuente genuina que financia un mayor espacio fiscal que permitirá una ampliación de la asignación 
presupuestal de estos tres organismos. Reitero que procedimentalmente se puede efectuar, porque estos tres 
organismos plantearon presupuestos mayores a los que el Poder Ejecutivo envió en su Mensaje. Si así fuera, 


si se incorporaran estos $ 600:000.000 adicionales, se incrementarían, obviamente, las partidas para los 
presupuestos de la ANEP, la UDELAR y el INAU. En consecuencia, la suma de los presupuestos de estos 
tres organismos superaría tomando de manera gruesa un tipo de cambio a $ 20 para tener un orden de 
magnitud los mil quinientos millones: casi mil cien millones en la ANEP, casi doscientos setenta millones en 
la Universidad, y algo más de ciento cincuenta millones en el INAÚ. Reitero que estas cifras son 
aproximadas y están calculadas con un tipo de cambio grueso a $ 20. 


Esto es lo que se ha dialogado a nivel de la bancada, que seguramente será motivo de discusión en esta 
Comisión y durante todo el tratamiento parlamentario de la iniciativa. 


SEÑOR GANDINI.- Me ha quedado clara la explicación del señor Ministro y el cálculo de los ingresos 
proyectados que se hace a los efectos de contemplar el incremento presupuestal para estos sectores. 
Pero esto no deja de ser una proyección, una expectativa. Está claro que los gastos se presupuestan, se 
legalizan y terminan siendo reales, pero los ingresos se proyectan y se espera que se produzcan. 


Con ese esquema, el otro día pregunté respecto a nuevos subsidios o nuevas decisiones que implicaran 
sacrificios fiscales, es decir, ingresos que estaban previstos pero que no se producirían por decisiones que se 
tomarían al respecto. Se me dijo aquí que no estaban previstas nuevas herramientas que implicaran nuevos 
subsidios. Sin embargo, en estos días tenemos a la vista dos. Una de ellas fue anunciada por el señor Ministro 
de Economía y Finanzas desde el exterior y tiene que ver con un proyecto que recibiremos sobre la 
exoneración del IVA a productos de la canasta básica. Debemos decir que una iniciativa con una intención 
muy similar a esa fue presentada en esta misma Comisión por legisladores del Partido Nacional y otra por 
parlamentarios del Partido Colorado, pero en su momento se nos dijo que no correspondía por el monto que 
implicaba. Este proyecto no sé qué implica, pero monto implica, porque tiene que ver con el renunciamiento 
a la recaudación a los efectos de mejorar el precio al consumidor de algunos productos de la canasta básica. 
Por lo tanto, esos montos hasta ahora están proyectados como ingresos y, de aprobarse esa ley, dejarán de 
serlo; en consecuencia, habrá una detracción en los ingresos previstos. 


Además, en la Cámara de Senadores ha ingresado un proyecto de ley que prevé un fideicomiso para la 
transformación de gasoil a nafta en los vehículos con taxímetro y remises, que implica un aporte de Rentas 
Generales en 2008 o sea, a partir de este mismo año-, 2009, 2010 y 2011 de US$ 70:000.000. Parecería de 
buena política que esto estuviera previsto, pero en la norma presupuestal no figura un desembolso para hacer 
frente a ese fideicomiso. Sí están previstas otras normas para situaciones que aún no se han producido, es 
decir que se prevé el financiamiento de esas decisiones políticas. 


Estas dos novedades implican recursos que deberían estar contemplados en este Presupuesto y no lo están, al 
menos estas dos. Días pasados decíamos que suponíamos que habrá otros casos, por ejemplo, en materia de 
energía probablemente los haya pero estos dos ya no son hipótesis sino certezas, por lo menos, de voluntad 
del Poder Ejecutivo, que deberían estar compatibilizadas con este proyecto de Rendición de Cuentas. 


Así como se han corregido al alza los recursos destinados a la educación porque deben ser consistentes con el 
4,5%, debería modificarse este proyecto de ley de Rendición de Cuentas para contemplar los gastos previstos 
o los sacrificios fiscales anunciados. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El comentario es muy pertinente. 
En nuestra anterior comparecencia, también fue muy útil el planteamiento del señor Diputado 
Gandini, ya que nos ayudó a explicitar en la formulación de la Rendición de Cuentas qué gastos 
contingentes estaban más o menos previstos y cuáles no. En esa oportunidad hablamos, por ejemplo, 
del riesgo energético, del sobrecosto en materia de energía y de la eventual renuncia fiscal asociada a 
las modificaciones en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Asimismo, aclaramos que todas 
las demás cosas estaban básicamente cuantificadas, que dependían de cómo se fueran dando los riesgos 
en materia energética. Dijimos que, en función de cómo se fueran desarrollando las noticias inclusive, 
dijimos que así como podía haber noticias malas en materia energética, también podía haber otras 
buenas; evidentemente, un incremento mayor del Producto es una buena noticia íbamos a evaluar las 
posibilidades efectivas de renuncia fiscal con miras a eventuales exoneraciones tributarias o a la 
reducción de impuestos por el lado del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 


Quiero desdramatizar un poco sobre el costo que representan los proyectos que están en curso. 


En cuanto a los taxis, no necesariamente se trata del pago de un subsidio de manera directa, sino que hay un 
subsidio implícito en la operativa, pero solo va a operar en los casos en los que los propietarios efectivamente 
cambien sus vehículos incorporando unidades a nafta en lugar de a gasoil. Seguramente, este proceso no va a 
ser masivo. Es muy difícil estimar efectivamente cuántos van a ser, pero por las reacciones a nivel público, es 
bastante esperable que el proceso no sea demasiado masivo. Además, de hecho se "financia" entre comillas 
con el propio mecanismo porque ANCAP tiene que exportar nafta a precios muy bajos ya que en el proceso 
de refinación, los montos de nafta y de gasoil son similares pero el consumo de gasoil es bastante mayor que 
el de la nafta. El hecho de utilizar en este proceso la nafta que se exporta a precios muy bajos implica un 
mecanismo que permite financiar lo que para el taxista significa un subsidio, porque al taxi se le fija un 
precio que es un poco superior al de la exportación. Por lo tanto, en este caso no vemos un riesgo de renuncia 
relevante. 


El proyecto que solicita al Parlamento que faculte al Poder Ejecutivo a bajar a cero el IVA de algunos 
productos solo por cuatro meses, y con una posible prórroga de cuatro meses más, se concentra en productos 
hortifrutícolas. El Poder Ejecutivo determinará en qué productos se va a hacer esta rebaja; o sea que va a ser 
algo muy acotado y seguramente asociado a aquellos rubros en los que hay problemas de oferta por razones 
climáticas. De hecho, el Poder Ejecutivo ha emitido un decreto para tratar de facilitar el proceso de 
importación de cinco o seis rubros hortifrutícolas que tienen esas características. Creo que esto no es 
comparable con proyectos que plantean la baja del IVA al 1% en una cantidad muy amplia de bienes y 
servicios. En este caso, estimábamos la renuncia fiscal en un orden cercano a los US$ 200:000.000. Es decir 
que estamos hablando de una cosa muy distinta, muy acotada, por un plazo determinado y, por lo tanto, con 
una renuncia efectiva muy baja. 


Cabe agregar que se exonera el IVA a la importación de algunos rubros hortifrutícolas que, de hecho, ahora 
prácticamente no existe; o sea que en este sentido también es muy poca la renuncia efectiva. 


Como este razonamiento es muy útil, voy a aprovechar la oportunidad para tratar de completar la idea de 
cómo estamos pensando las cosas. 


Justamente, las buenas noticias del lado del Producto nos permiten tener una expectativa de recaudación un 
poco mayor y, por lo tanto, no solo financiar lo que sería este complemento para el 4,5% destinado a la 
educación pública, sino también tener un poco de oxígeno a los efectos de compensar el sobrecosto 
energético que estamos atravesando y que afecta sensiblemente las finanzas públicas y el resultado fiscal. A 
su vez, nos brinda la posibilidad de proponer, a la brevedad, modificaciones al Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, lo que implica una renuncia fiscal, es decir que va en favor de los contribuyentes. 


Por lo tanto, creemos que, en general, el panorama parece ser razonable en términos de que un mayor 
Producto nos permite garantizar el 4,5% a la educación pública y, a la vez, financiar áreas que en nuestra 
comparecencia anterior habíamos dicho que no teníamos "financiadas" entre comillas, como una parte del 
sobrecosto energético y los cambios en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. 


SEÑOR GANDINI.- Con respecto al fideicomiso para la transformación de los vehículos, diría que si 
es poco o no, ya lo veremos, porque los propietarios de remises y taxímetros tienen que optar entre eso 
o nada. Hoy, la enorme mayoría de ellos, que circula en Montevideo, prefiere otro tipo de fideicomisos. 
Sin embargo, si la opción es de hierro, es decir, quedarse consumiendo gasoil al precio de la nafta súper 
o tener un subsidio por transformarse a nafta, probablemente, la enorme mayoría tenga que elegir ese 
camino, le guste o no. 


Por otra parte, si este es el camino, diría que a lo mejor habría que explorar la posibilidad de bajar el precio 
de la nafta. Cada vez que ANCAP lo hizo, el consumo aumentó notoriamente. Si la historia es mejorar la 
venta de nafta con relación al gasoil para que la recaudación de los impuestos sea diferente y permita no estar 
exportando naftas a precio tan barato, habría que volver a explorar la idea que se llevó adelante en un 
momento, en el sentido de bajar el precio de la nafta y ver qué pasa. A lo mejor, se circula más, se gasta más 
y se equilibra la matriz. Aunque también podría explorarse la posibilidad de brindar esto a otros sectores, 
sobre todo al productivo, un sector que no tiene mucha chance de hacer marchar los tractores a nafta, pero sí 


se puede hacer que, a través de mecanismos subsidiados, encuentre facilidades como estas. Asimismo, se 
podría aplicar para otros sectores del transporte. 


Tengo una visión diferente al respecto, que ya la discutiremos cuando tratemos este proyecto de ley. No 
obstante, creo que hubiera sido bueno hacer transparentes estos subsidios y algunos otros, que seguramente 
vendrán. No creo que un presupuesto se pueda ir construyendo sobre la base de que como las noticias 
mejoran puedo pensar que en 2009 y 2010 voy a tener recursos para eso y que ya me los puedo ir gastando. 
Hay que recordar que el Presupuesto de 2010 es un espejo del que aprobemos para 2009. De esa forma, 
estamos comprometiendo estos gastos y algunos de ellos no están en la presente Rendición de Cuentas, no 
tienen el marco normal que deberían tener, aunque afortunadamente coinciden unos tiempos con otros. 


Quería dejar esta constancia porque este es uno de los elementos que nos distancia del Poder Ejecutivo en 
cuanto a la forma de elaborar el proyecto. Nos da la impresión de que hay mucho más dinero por afuera, que 
no pasa por aquí. Creo que esto no es bueno y, además, introduce elementos de desconfianza que nos llevan a 
tener diferencias con la forma en que el Poder Ejecutivo ha presentado el debate presupuestal. 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, quiero aclarar 
que, efectivamente, los precios de los combustibles han ido "bajando" entre comillas en el sentido de 
que la presión fiscal se ha reducido sensiblemente y no se están trasladando a los consumidores las 
variaciones del precio de la materia prima. Si el costo del petróleo, tal como ha ido evolucionando, se 
hubiera trasladado al precio de los combustibles, sin mayor sacrificio fiscal, el precio de las naftas y el 
gasoil sería muy diferente. De hecho, en términos relativos, lo que se ha abaratado precisamente es el 
precio de las naftas, tal como proponía el señor Diputado Gandini. Pero este no es el ámbito para 
ponernos a discutir sobre este tema. Con mucho gusto estamos abiertos a ello, aunque deberían estar 
presentes otros actores para explicar mejor la política energética y de combustibles y su precio en esta 
Administración. 


En segundo término, queremos dejar en claro que tenemos la tranquilidad de que la formulación presupuestal 
en este Gobierno se ha respetado a rajatabla. La formulación presupuestal ha sido un fiel reflejo de las cosas 
que se han dado después y de lo que efectivamente luego sucedió. Esto no ocurrió en Gobiernos anteriores, 
en que los Presupuestos y las Rendiciones de Cuentas nada tenían que ver con la realidad. No hay otra 
Administración que pueda mostrar que la formulación presupuestal y los resultados han sido tan cercanos y 
ejecutados tan al pie de la letra como se plantea en las formulaciones. En otras Administraciones, lo que decía 
la Ley de Presupuesto era básicamente testimonial, porque por la vía de los recortes de gastos, de los topes y 
de otra serie de mecanismos, aquello que sucedía después en la realidad poco se parecía a lo que decían las 
leyes en cuanto a su formalidad. 


Esa es una constancia de tranquilidad que, obviamente, algunos legisladores podrán compartir y otros, no. 


SEÑOR GANDINLI- Quiero hacer una propuesta. Dentro del razonamiento que se nos ha hecho, 
vinculado a la conveniencia de este fideicomiso a la transformación de los vehículos a nafta, el artículo 
29 habilita a la renovación de la flota de prácticamente todo el Estado a través del mecanismo de la 
permuta. 


Consulto al Ministerio: ¿estaría dispuesto a que incorporáramos una norma que estableciera que la permuta, 
dentro de las condiciones mencionadas, se habilita siempre que los vehículos que se adquieran sean a nafta? 
Creo que es una propuesta coherente con la intención del Poder Ejecutivo: ya que se van a renovar, en lugar 
de que se cambien unos vehículos por otros a gasoil, que se cambien los gasoleros a nafteros y que los 
nafteros se mantengan tal cual, porque se podría dar la paradoja de que el Estado compre más gasoleros que 
los que tiene hoy 


Entonces, reitero: ¿el Ministerio estaría dispuesto a que pusiéramos una condición para que la renovación de 
la flota se hiciera, siempre que fuera posible, a vehículos que funcionen a nafta? 


SEÑOR MINISTRO INTERINO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entiendo que si se abre la 
posibilidad de la evaluación de que efectivamente haya cierta indiferencia en cuanto al uso que se les 
va a dar, no tenemos problema. Por supuesto, algunos vehículos, por la naturaleza del uso a nivel 


agropecuario, de Defensa, entre otros necesariamente tienen que ser a gasoil. Pero en los casos en que 
eso no tenga por qué ser así, no vemos mayor problema que se sugiera la evaluación con respecto al 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Ministro interino de Economía y 
Finanzas y asesores. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


